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Carta al Lector

Estimado/a amigo/a:

Te agradecemos el interés por el trabajo de “Movimiento contra la Intolerancia”. 

El cuaderno que ahora tienes en tus manos ha nacido de la inquietud que nos mueve 

por el incremento de actitudes y conductas racistas, xenófobas, antisemitas y discrimi-

natorias en nuestra sociedad.

Pensamos que una de las claves para evitar el desarrollo de estas actitudes es llevar 

a las aulas, a los centros culturales y a las asociaciones una discusión en profundidad 

del tema y enfocarlo positivamente, mostrando las ventajas de una cultura de la di-

versidad.

Una cultura que convierta la energía inconformista de los y las jóvenes en trans-

formación social solidaria, que apueste por la igualdad de trato, de derechos y deberes 

para todos; una transformación donde el deseo de autonomía afirme la libertad y to-

lerancia que debe presidir una democracia participativa apoyada en el noble valor de 

valentía cívica para defender cotas más elevadas de justicia social, donde nadie por su 

color, cultura, religión, sexo, creencia, nación u orientación sea excluido; una transfor-
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mación que cierre el paso a la intolerancia, al viejo y nuevo racismo, a quienes creen 

que hay colectivos superiores o a quienes creen que la diferencia priva de la condición 

de igualdad en derechos o dignidad, y que cierre camino a los fanatismos, integrismos 

o nacionalismos excluyentes, a todas aquellas expresiones que empujan al ser humano 

al momento de las peleas cainitas.

La calidad de este cuaderno que aquí te presentamos es para nosotros altamente 

satisfactoria y pensamos que puede ser muy útil para tu trabajo, estudio, asociación o 

centro cultural.

Nos damos cuenta de que los textos que publicamos son sólo un primer paso y que 

el momento realmente importante está en su utilización para el debate y la dinámica 

social que tú puedas llevar a cabo. Contamos contigo para ello.

Recibe un cordial saludo y nuevamente nuestro agradecimiento por tu interés.

Esteban Ibarra
Presidente Movimiento contra la Intolerancia
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Declaración de Principios 
sobre la Tolerancia
16 de Noviembre de 1995

Artículo 1. Significado de la Tolerancia 

1.1 La Tolerancia consiste en el respeto, la aceptación y el aprecio de la rica diversidad de las
culturas de nuestro mundo, de nuestras formas de expresión y medios de ser humanos. La
fomentan el conocimiento, la actitud de apertura, la comunicación y la libertad de pensamiento, de conciencia
y de religión. La tolerancia consiste en la armonía en la diferencia. No sólo es un deber moral, sino además
una exigencia política y jurídica. La tolerancia, la virtud que hace posible la paz, contribuye a sustituir la cultura
de guerra por la cultura de paz. 
1.2 Tolerancia no es lo mismo que concesión, condescendencia o indulgencia. Ante todo, la tolerancia es una
actitud activa de reconocimiento de los derechos humanos universales y las libertades fundamentales de los
demás. En ningún caso puede utilizarse para justificar el quebrantamiento de estos valores fundamentales. La
tolerancia han de practicarla los individuos, los grupos y los Estados. 
1.3 La Tolerancia es la responsabilidad que sustenta los derechos humanos, el pluralismo (comprendido el plu-
ralismo cultural), la democracia y el Estado de derecho. Supone el rechazo del dogmatismo y del absolutismo y
afirma las normas establecidas por los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos. 
1.4 Conforme al respeto de los derechos humanos, practicar la tolerancia no significa tolerar la injus-
ticia social ni renunciar a las convicciones personales o atemperarlas. Significa que toda persona es libre de
adherirse a sus propias convicciones y acepta que los demás se adhieran a las suyas. Significa aceptar el hecho
de que los seres humanos, naturalmente caracterizados por la diversidad de su aspecto, su situación, su forma
de expresarse, su comportamiento y sus valores, tienen derecho a vivir en paz y a ser como son. También signi-
fica que uno no ha de imponer sus opiniones a los demás. 

Artículo 2. La función del Estado 

2.1 En el ámbito estatal, la tolerancia exige justicia e imparcialidad en la legislación, en la aplicación de la ley
y en el ejercicio de los poderes judicial y administrativo. Exige también que toda persona pueda disfrutar de
oportunidades económicas y sociales sin ninguna discriminación. La exclusión y la marginación pueden conducir
a la frustración, la hostilidad y el fanatismo. 
2.2 A fin de instaurar una sociedad más tolerante, los Estados han de ratificar las convenciones internacionales
existentes en materia de derechos humanos y, cuando sea necesario, elaborar una nueva legislación, que garan-
tice la igualdad de trato y oportunidades a todos los grupos e individuos de la sociedad. 
2.3 Para que reine la armonía internacional, es esencial que los individuos, las comunidades y las naciones
acepten y respeten el carácter multicultural de la familia humana. Sin tolerancia no puede haber paz, y sin paz
no puede haber desarrollo ni democracia. 
2.4 La intolerancia puede revestir la forma de la marginación de grupos vulnerables y de su exclusión de la
participación social y política, así como de la violencia y la discriminación contra ellos. Como confirma el Artí-
culo 1.2 de la Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales, "todos los individuos y los grupos tienen
derecho a ser diferentes". 
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 Intolerancia en la  
desmemoriada Europa

 
Esteban Ibarra

Hay muchas personas que sufren diaria y cotidianamente situaciones y actos de 
Intolerancia. En los últimos años hemos sido testigos de asesinatos neonazis y racistas, 
abusos contra los derechos humanos, discriminaciones y odios, torturas, ejecuciones, 
acciones de terrorismo neofascista, guerras étnicas... todo ello en la misma Europa de la 
Ilustración y Democracia. El peligro de extensión de actitudes y conductas individuales, 
colectivas e instituidas de intolerancia no abandonó nunca al viejo continente y ahora, 
tras grandes transformaciones de ámbito mundial, acecha a la convivencia democrática 
y ataca especialmente a los sectores sociales más indefensos, minorías, inmigrantes, 
jóvenes progresistas, mujeres, ancianos, mendigos, excluidos sociales, marginados..., en 
síntesis resucitan fobias discriminatorias, nacionalismos agresivos y banderas totalitarias 
que parecían superadas. Son nuevos fenómenos de violencia, brutalidad o terror social 
ejecutados por extremistas, neonazis, ultranacionalistas, integristas, skinheads, lobos 
solitarios..., dando lugar a sucesos que tienen capacidad para romper climas de convivencia, 
sembrar el miedo y generar grandes alarmas sociales. Pero, ¿qué tiene en común la víctima 
de la xenofobia, del antigitanismo, de la homofobia, del antisemitismo, de la islamofobia, 
del racismo, de la aporofobia, del sexismo,de la disfobia, de la misoginia, de la heterofobia... 
y de las distintas caras o expresiones del poliedro maligno de la intolerancia? 

A mediados los años 90, la Academia Universal de las Culturas constató el peligroso 
avance internacional de la intolerancia, ya sea racial, religiosa, sexista o cultural, su 
penetración y su papel estimulador del odio y en un Fórum Internacional analizó a 
fondo el problema y su dramática expresión en Europa, marcada históricamente por 
una“intolerancia institucionalizada que explica los campos de concentración, los hornos crematorios, 
el suplicio del garrote, los osarios, las deportaciones, los gulags y el confinamiento”. En verdad que 
la historia nos proporciona un sin número de ejemplos y como explicaba la Academia, 
“la intolerancia individual y colectiva se conjugaron para dar origen a la Inquisición, las guerras de 
religión, genocidios, purgas totalitarias, fascismo, integrismo,...”. La Intolerancia es la antesala del 
odio y la violencia e insiste en que conduce inevitablemente a la humillación del prójimo y 
con ello a la negación del ser humano y sus posibilidades de desarrollo. Las manifestaciones 
de Intolerancia consagran como valor común, no a la persona con sus propias y diversas 
identidades, sino a la propia identidad enfrentada a la de los demás a quienes no acepta y 
niega respeto y dignidad. Se presenta vinculada a manifestaciones de odio racial, nacional, 
sexual, religioso y otros comportamientos que discriminan, segregan, dañan, agreden o 
incitan a ello, a grupos, minorías o personas por el hecho de ser, pensar o actuar de modo 
diferente, es su denominador común. Cuando la Intolerancia se transforma en un hecho 
colectivo o institucionalizado, socava la convivencia, los principios democráticos y supone 
una amenaza para la paz mundial. 
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Pero ¿cómo se puede combatir la intolerancia? Se sabe cómo enfrentarse al 
fascismo porque constituye un sistema, una estructura, una voluntad de poder y hay que 
desenmascararlo, rechazarlo, repudiarlo, excluirlo de las sociedades democráticas. Sin 
embargo, como afirma la Academia, con la Intolerancia es más complicado por su sutilidad 
maligna, por ser una disposición común que anida potencialmente en nosotros y porque es 
difícil identificarla y detectar sus rasgos. La alimenta el prejuicio, entre otros dispositivos 
como el adoctrinamiento, y ya decía Einstein “es más difícil neutralizarlo que dividir un átomo” 
pero lo grave, como señala la Academia, es su ductilidad porque la intolerancia no forma 
parte de un sistema, de una religión, ni de una ideología, sino de la propia condición 
humana, estando presente en cada uno de nosotros, penetrando con una profundidad mayor 
que cualquier ideología, encontrándose en el origen mismo de fenómenos de índole distinta, 
al ser su matriz generadora.

Necesitamos una mirada desde la víctima, de la víctima de la intolerancia, de la víctima 
motivada por la negación del “otro” y de su valor humano, motivada por su “cosificación” o 
incluso su categorización de “no humano”, en la mejor tradición nazi y racista, una mirada 
para buscar transversalmente lo que en común tenemos como víctimas de la intolerancia. Y 
ese común tiene nombre, se llama Dignidad Humana, y es el valor intrínseco y supremo que 
tiene cada persona, el reconocimiento de merecer lo que somos, de ser un fin en si mismo, lo 
que se encuentra por encima de todo precio y no admite nada equivalente, como expresaba 
Kant: “Los seres racionales, llámese personas porque su naturaleza los distingue ya como fines en sí 
mismos, esto es como algo que no puede ser usado nuevamente como un medio y por tanto, límite es 
este sentido de todo capricho y es objeto de respeto...”. Es independiente de la situación económica 
de la persona y de su contexto social o cultural, así como de sus creencias o formas de 
pensar, lo que nadie puede despojarte, si no le dejas, lo que en la historia de la humanidad 
se ha negado para justificar los atentados y crímenes contra ella. Es la base de todo atributo 
humano y de todos los derechos fundamentales.

La intolerancia, génesis de negación de la alteridad

La intolerancia es una actitud, un contravalor, un comportamiento que destaca porque, 
entre otros hechos, produce amplias gamas de odio, discriminación, hostilidad y violencia. 
Niega la alteridad que representa la voluntad de entendimiento que fomenta el diálogo, no 
quiere comprender al “otro” porque de partida hace imposible la relación. La intolerancia 
puede aparecer en cualquier situación donde haya una interacción, abriendo la puerta a la 
dominación del más fuerte. Sus formas son múltiples al afirmar “mi yo”, “mi identidad” 
frente al “otro”, a quien se niega y ataca por su diferencia (cultural, social, religiosa, étnica, 
sexual..). Se construye como actitud ante el ser humano diferente, se asienta en el irrespeto, 
rechazo y desprecio al distinto, concibe la identidad de manera excluyente, se edifica con 
relaciones asimétricas, construye subalternidad del diferente, segrega, acosa, excluye, 
lesiona y mata, puede concebir “vidas sin valor”, seres “subhumanos”, en definitiva niega 
la dignidad intrínseca de la persona y la universalidad de los derechos humanos, es la base 
o factor generador de la dinámica de odio, guerra y genocidio.

La intolerancia no es un fenómeno genético, ni se nace intolerante, como tampoco 
se nace tolerante. Las actitudes y comportamientos son aprendidos socialmente mediando 
formación explícita o experiencias vividas. Por tanto, la Intolerancia es producto de la mala 
socialización del individuo en el que inciden, estereotipos, prejuicios, dogmas y creencias 
absolutos, ideologías, cosmovisiones y doctrinas de la totalidad, ideas y conocimientos 
defectuosos e interpretaciones erróneas de experiencias; se desarrolla fundamentalmente en 
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el plano relacional frente al “otro”, al diferente, al distinto, aunque también consigo mismo, 
a quien no acepta, no respeta y rechaza mediante conductas variadas que pueden alcanzar 
niveles muy extremos.

La historia del mundo está plagada de episodios de intolerancia; la experiencia de la 
humanidad así lo acredita, a través de conductas individuales comportamientos sociales, 
conflictos, guerras y genocidios. Bien por el dominio religioso, el control del poder y la riqueza, 
por el clasismo económico, el yugo sexista y patriarcal o las ideologías, la dominación se 
ha efectuado mediante múltiples procesos de intolerancia, negando al “otro”, cosificándolo 
o minusvalorando su dignidad intrínseca, su “valor en sí ”. La intolerancia es el medio y el 
mensaje, para la consecución del poder, que es el fin; la intolerancia por tanto es el problema 
y el poder compartido debiera ser la solución. En consecuencia, una democracia, la calidad 
democrática de una sociedad, de un país, va a tener en la intolerancia su termómetro porque 
este es su problema.

Así lo entendía Elie Wiesel, Premio Nóbel de la Paz y sobreviviente de Auschwitz, en 
marzo de 1997, cuando la Academia Universal de las Culturas, apoyada por la UNESCO 
y por la Universidad de La Sorbonne, realizó el Fórum Internacional sobre este problema: 
“Sorda a toda razón, la intolerancia no es solamente el vil instrumento del enemigo, sino que aquella 
es el enemigo mismo, puesto que niega las amplias posibilidades que ofrece el lenguaje. Cuando el 
lenguaje fracasa, entre en acción la violencia. La violencia es el lenguaje de aquellos que han perdido 
las palabras, y es también la forma como se expresa la intolerancia, donde germina el odio ... ¿Puede el 
odio tener algún rasgo positivo, trascendente o noble?. ¿Cabe esperar del odio, algo distinto al odio?.”

Para comprender el alcance del problema podemos recurrir al episodio más trágico y 
horrendo de la historia europea: el Holocausto. Y siempre late esta pregunta: ¿cómo fue 
posible? Hay abundante reflexión, desde Hannat Arendt, Benjamin, Primo Levi y muchos 
otros que han indagado y buscado las raíces del mal, hasta en otro plano muy diferente, los 
que lo banalizan, justifican y niegan falsificando la historia, sin dejar de mencionar la amplia 
gama de descriptores y narradores que poco aportan. En esa mirada hacia atrás, hacia la 
Memoria, buscando la génesis del odio, nos encontramos con tres factores dominantes 
muy clarificadores en la Alemania pre-nazi. El primero era el crecimiento y extensión de la 
intolerancia que tenía en el “judío” su principal fijación y con quien construyen su teoría 
del “mal mundial” y al que acompañan otros colectivos interpretados como “obstáculos a 
la nación” , así los gitanos, homosexuales, enemigos naturales como los ”rojos”, pacifistas, 
eslavos y otros también “inservibles” como los discapacitados, síndrome de daw y otras 
personas categorizadas desde la lógica de la “higiene racial” que acompañaron a los 
judíos, a los lagers y al exterminio. Junto a la extensión de la intolerancia hay que añadir 
la normalización de la violencia impulsada desde el culto a la fuerza y una interpretación 
masiva de la resolución de conflictos de manera belicosa en una Alemania que venía de una 
Guerra Mundial. A todo ello hay que añadirle un victimismo ultranacionalista, identitario 
y excluyente, que aspira sobreponerse mediante un destino: la construcción imperial del III 
Reich. La crisis económica, las mesnadas paramilitares configuradas por quienes venían 
del frente de guerra, la debilidad política democrática de la República Weimar y otras 
factores, donde hay que incluir el caudillaje genocida de Hitler y la organización “ocultista 
ariosófica” de las SS de Himmler, explican el texto y el contexto de aquella Alemania nazi. 

Sin embargo el odio, el acoso, la práctica discriminatoria, la hostilidad al diferente que 
anidan en esa base social de los “verdugos voluntarios del nazismo” y su régimen no son 
posibles de entender sin la quiebra ética, la anomia social humanicida de la intolerancia. 
Sin reconocer la dignidad intrínseca de la persona, sin respetar al “otro”, sin aceptar al 
diferente, sin apreciar al distinto, es ahí donde germina el odio que nutre esa violencia. Este 
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es nuestro drama actual, no el único, pues al no entender el pasado, al no querer verlo, no 
interpretamos lo que está sucediendo, no se alcanza a comprender ese retroceso inescrutable 
en nuestro continente desmemoriado. Europa tiene que ser un proyecto que debe transitar 
por caminos distintos al de la intolerancia, y si no aprendemos a erradicar ese problema 
que alimentamos de manera cotidiana, transversalmente en todos los países y en todos sus 
ámbitos, los riesgos que corremos volverán a ser infinitos. 

En defensa de la dignidad humana y sus atributos universales

Para acometer la lucha contra la intolerancia cuya raíz descansa en cada individuo y 
su egoísmo, de ahí la dificultad, y que el mismo Estado proyecta en todos los ámbitos, sin 
olvidar el mundo de la acumulación de capital, necesitamos una mirada, una apreciación 
desde los vulnerables y vulnerados que no tienen que ganar más que perder su dolor, que 
descanse en el reconocimiento (para todos), de la dignidad intrínseca de la persona y sus 
atributos de racionalidad humana y capacidad de convivir en sociedad con principios de 
libertad, igualdad y fraternidad, junto al reconocimiento de la universalidad (para todos) de 
los Derechos Humanos, añadiendo los valores superiores de relación que orientan nuestras 
actitudes, conductas y virtudes a desarrollar, valores superiores que más allá de los textos 
jurídicos hay que promoverlos y educar en ellos, y sobre todo practicarlos, como son la 
solidaridad, justicia, tolerancia, paz, equidad, ... a los que se deben añadir otros valores 
instrumentales necesarios para un orden democrático y social de carácter planetario.

Necesitamos por tanto compartir una ética cívica universal de forma que la persona se 
sienta “segura” ante el “otro”, en cualquier parte del mundo y corresponde a los Estados y las 
instituciones internacionales garantizarlo y a la ciudadanía observar su cumplimiento. Ese 
orden social y democrático mundial es esencialmente incompatible con un orden al servicio 
de las oligarquías que nos dominan planetariamente, ya sean financieras, industriales, 
políticas o militares, que alimentan el “todos contra todos” y para quienes resulta muy útil 
la xenofobia entre los pueblos y todas las manifestaciones de intolerancia. En consecuencia, 
necesitamos una educación ética y ciudadana, con Memoria, congruentemente debemos 
aprender de nuestro pasado como humanidad necesitamos compartir historia, memoria de 
las víctimas y conocer su proceso de victimización, desde la verdad y reconciliación pero 
desde la justicia y reparación, como se ha afirmado hasta la extenuación ahora, sobre todo 
en los recientes momentos de la muerte de Nelson Mandela.

La referencia a la Dignidad Humana está omnipresente en todos los instrumentos 
del derecho internacional de los derechos humanos nacidos tras concluir la II Guerra 
Mundial y el horror del Holocausto, mencionada en el preámbulo y en el artículo 1º de 
la Declaración Universal, en el artículo 10º de la Constitución Española, en el artículo 1º 
de la Constitución Alemana, en el primer capítulo de la Carta Europea de los Derechos 
Humanos.. y así sucesivamente en todo el ordenamiento jurídico del planeta. Contrasta su 
victoria en los textos fundamentales con su difícil preservación en el mundo, donde crece 
la intolerancia y su corolario: la guerra; contrasta su existencia en un mundo donde crecen 
las diferentes formas de intolerancia hacia el origen nacional, color de piel, origen étnico, 
orientación sexual, práctica religiosa o creencias, realidad de género, condición económica, 
social, discapacidad, diversidad linguistica .. o hacia cualquier otra condición expresada 
de la diversidad humana, elegida de manera estigmatizadora como chivo expiatorio sobre 
el que instituir el etnocentrismo, el uniformismo, el racismo, el integrismo, el fascismo, el 
nazismo, totalitarismo ... y tantos otros “ismos” que acaban con el ser humano. Y para 
defendernos de sus prácticas atentatorias contra todos, porque todos somos diferentes, 
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necesitamos comunicación porque allí donde no existe anida la intolerancia, necesitamos 
la acción de puesta en común para lograr unión frente a cualquiera de las formas de 
intolerancia y sus manifestaciones que socavan o acaban con lo que para todos debemos ser 
iguales, la dignidad y sus atributos, la libertad y creatividad, la igualdad y fraternidad, así 
como con sus derechos reconocidos. La lucha contra la intolerancia, además requiere leyes 
y educación, requiere el acceso a la información y toma de conciencia individual, la lucha 
contra la intolerancia requiere soluciones locales

Estas líneas generales defendidas para España, deberían aplicarse en toda Europa, 
impulsando la sensibilización social preventiva, movilización ciudadana y la acción política 
mediante campañas y acciones de toma de conciencia de su gravedad en todos los ámbitos, 
sícomo la defensa de las víctimas incluyendo la acción judicial, promoviendo la defensa de 
la dignidad de las personas, la igualdad de trato y los derechos humanos. Reformando la 
legislación penal conforme a los avances y reformulación de la Decisión Marco del Consejo 
Europeo contra el Racismo y la xenofobia y creando Fiscalías especializadas contra los delitos 
de odio y discriminación que permita una aplicación eficaz. Elaborando de estadísticas que 
recojan los incidentes e infracción al respecto. Formando y desarrollando el compromiso de 
las fuerzas de seguridad. Comprometiendo a los medios de comunicación. Reconociendo 
a las víctimas de odio y su atención integral, apoyando a las ONG que les asistan y a las 
asociaciones que trabajan contra el racismo, la intolerancia y la convivencia en diversidad. 
Erradicando conductas racistas, xenófobas y de intolerancia en todo ámbito social, político e 
institucional, especialmente la intolerancia en el discurso público. Buscando la ilegalización 
de organizaciones neonazis y racistas, así como eliminando cualquier espacio de impunidad 
para el discurso de odio, como Internet o el Fútbol, y los delitos de odio, todo ello bajo el 
amparo democrático de una Ley de Protección de las Víctimas de Crímenes de Odio y 
sobre todo desde un compromiso radicado en el mensaje de Primo Levi, señalando el deber 
con nuestro tiempo histórico en su célebre frase que invita a la acción y a no esperar: “Quien 
sino tú, donde sino aquí, cuando sino ahora”.

Esteban Ibarra
Presidente de Movimiento contra la Intolerancia
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Declaración sobre la Raza  
y los Prejuicios Raciales

 
27 de noviembre de 1978

Preámbulo 

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura, reunida en París, en su 20.a reunión, del 24 de octubre al 28 de no-
viembre de 1978, 

Recordando que en el Preámbulo de la Constitución de la UNESCO, aprobada el 16 de 
noviembre de 1945, se dice que “la grande y terrible guerra que acaba de terminar no hubie-
ra sido posible sin la negación de los principios democráticos de la dignidad, la igualdad y el 
respeto mutuo de los hombres, y sin la voluntad de sustituir tales principios, explotando los 
prejuicios y la ignorancia, por el dogma de la desigualdad de los hombres y de las razas”, y 
que según el artículo 1 de dicha Constitución, la Unesco “se propone contribuir a la paz y 
a la seguridad estrechando, mediante la educación, la ciencia y la cultura, la colaboración 
entre las naciones, a fin de asegurar el respeto universal a la justicia, a la ley, a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales que sin distinción de raza, sexo, idioma o reli-
gión, la Carta de las Naciones Unidas reconoce a todos los pueblos del mundo”, 

Reconociendo que, más de tres decenios después de fundarse la Unesco, esos principios 
siguen siendo tan importantes como en la época en que se inscribieron en su Constitución, 

Consciente del proceso de descolonización y de otros cambios históricos que han con-
ducido a la mayor parte de los pueblos otrora dominados a recobrar la soberanía, haciendo 
de la comunidad internacional un conjunto a la vez universal y diversificado y creando nue-
vas posibilidades de eliminar la plaga del racismo y de poner fin a sus manifestaciones odio-
sas en todos los planos de la vida social y política en el marco nacional y en el internacional, 

Persuadida de que la unidad intrínseca de la especie humana y, por consiguiente, la 
igualdad fundamental de todos los seres humanos y todos los pueblos, reconocidas por las 
más elevadas manifestaciones de la filosofía, de la moral y de la religión, reflejan un ideal 
hacia el cual convergen hoy día la ética y la ciencia, 

Persuadida de que todos los pueblos y todos los grupos humanos, sea cual sea su com-
posición y origen étnico, contribuyen con arreglo a su propio genio al progreso de las civili-
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zaciones y de las culturas que, en su pluralidad y gracias a su interpretación, constituyen el 
patrimonio común de la humanidad, 

Confirmando su adhesión a los principios proclamados por la Carta de las Naciones 
Unidas y por la Declaración Universal de Derechos Humanos, así como su voluntad de 
promover la aplicación de los pactos internacionales relativos a los derechos humanos y de 
la Declaración sobre el establecimiento de un nuevo orden económico internacional, 

Resuelta a promover asimismo la aplicación de la Declaración y de la Convención 
internacional de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación racial, 

Tomando nota de la Convención internacional para la prevención y la sanción del 
delito de genocidio, la Convención internacional sobre la represión y el castigo del crimen 
de apartheid y la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los 
crímenes de lesa humanidad, 

Recordando también los instrumentos internacionales ya aprobados por la Unesco, y 
en particular la Convención y la Recomendación relativas a la lucha contra las discrimina-
ciones en la esfera de la enseñanza, la Recomendación relativa a la situación del personal 
docente, la Declaración de los principios de la cooperación cultural internacional, la Reco-
mendación sobre la educación para la comprensión, a cooperación y la paz internacionales 
y la educación relativa a los derechos humanos y Ias libertades fundamentales, la Recomen-
dación relativa a la situación de los investigadores científicos y la Recomendación relativa a 
la participación y la contribución de las masas populares en la vida cultural, 

Teniendo presente las cuatro declaraciones sobre el problema de la raza aprobadas por 
expertos reunidos por la Unesco, 

Reafirmando su deseo de participar de modo enérgico y constructivo en la aplicación 
del Programa del Decenio de la Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial, de-
finido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su vigésimo octavo periodo de 
sesiones, 

Observando con la más viva preocupación que el racismo, la discriminación racial, el 
colonialismo y el apartheid siguen causando estragos en el mundo bajo formas siempre re-
novadas, tanto por el mantenimiento de disposiciones legislativas y de prácticas de gobierno 
y de administración contrarias a los principios de los derechos humanos, como por la per-
manencia de estructuras políticas y sociales y de relaciones y actitudes caracterizadas por la 
injusticia y el desprecio de la persona humana y que engendran la exclusión, la humillación 
y la explotación, o la asimilación forzada de los miembros de grupos desfavorecidos, 

Manifestando su indignación ante estos atentados contra la dignidad del hombre, de-
plorando los obstáculos que oponen a la comprensión mutua entre los pueblos y alarmada 
ante el peligro que entrañan de perturbar seriamente la paz y la seguridad internacionales,

 
Aprueba y proclama solemnemente la presente Declaración sobre la Raza y los Pre-

juicios Raciales: 

Artículo primero 

1. Todos los seres humanos pertenecen a la misma especie y tienen el mismo origen. 
Nacen iguales en dignidad y derechos y todos forman parte integrante de la humanidad. 

2. Todos los individuos y los grupos tienen derecho a ser diferentes, a considerarse y ser 
considerados como tales. Sin embargo, la diversidad de las formas de vida y el derecho a la 
diferencia no pueden en ningún caso servir de pretexto a los prejuicios raciales; no pueden 
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legitimar ni en derecho ni de hecho ninguna práctica discriminatoria, ni fundar la política 
de apartheid que constituye la forma extrema del racismo. 

3. La identidad de origen no afecta en modo alguno la facultad que tienen los seres 
humanos de vivir diferentemente, ni las diferencias fundadas en la diversidad de las culturas, 
del medio ambiente y de la historia, ni el derecho de conservar la identidad cultural. 

4. Todos los pueblos del mundo están dotados de las mismas facultades que les permiten 
alcanzar la plenitud del desarrollo intelectual, técnico, social, económico, cultural y político. 

5. Las diferencias entre las realizaciones de los diferentes pueblos se explican entera-
mente por factores geográficos, históricos, políticos, económicos, sociales y culturales. Estas 
diferencias no pueden en ningún caso servir de pretexto a cualquier clasificación jerarquiza-
da de las naciones y los pueblos. 

Articulo 2 

1. Toda teoría que invoque una superioridad o inferioridad intrínseca de grupos raciales 
o étnicos que dé a unos el derecho de dominar o eliminar a los demás, presuntos inferiores, 
o que haga juicios de valor basados en una diferencia racial, carece de fundamento científico 
y es contraria a los principios morales y éticos de la humanidad. 

2. El racismo engloba las ideologías racistas, las actitudes fundadas en los prejuicios 
raciales, los comportamientos discriminatorios, las disposiciones estructurales y las prácti-
cas institucionalizadas que provocan la desigualdad racial, así como la idea falaz de que las 
relaciones discriminatorias entre grupos son moral y científicamente justificables; se mani-
fiesta por medio de disposiciones legislativas o reglamentarias y prácticas discriminatorias, 
así como por medio de creencias y actos antisociales; obstaculiza el desenvolvimiento de sus 
víctimas, pervierte a quienes lo ponen en práctica, divide a las naciones en su propio seno, 
constituye un obstáculo para la cooperación internacional y crea tensiones políticas entre 
los pueblos; es contrario a los principios fundamentales del derecho internacional y, por 
consiguiente, perturba gravemente la paz y la seguridad internacionales. 

3. El prejuicio racial, históricamente vinculado a las desigualdades de poder, que tiende a agudi-
zarse a causa de las diferencias económicas y sociales entre los individuos y los grupos humanos y a 
justificar, todavía hoy, esas desigualdades, está totalmente desprovisto de fundamento. 

Artículo 3 

Es incompatible con las exigencias de un orden internacional justo y que garantice el res-
peto de los derechos humanos, toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la 
raza, el color, el origen étnico o nacional, o la intolerancia religiosa motivada por consideracio-
nes racistas, que destruye o compromete la igualdad soberana de los Estados y el derecho de los 
pueblos a la libre determinación o que limita de un modo arbitrario o discriminatorio el derecho 
al desarrollo integral de todos los seres y grupos humanos; este derecho implica un acceso en 
plena igualdad a los medios de progreso y de realización colectiva e individual en un clima de 
respeto por los valores de la civilización y las culturas nacionales y universales. 

Artículo 4 

1. Toda traba a la libre realización de los seres humanos y a la libre comunicación entre 
ellos, fundada en consideraciones raciales o étnicas es contraria al principio de igualdad en 
dignidad y derechos, y es inadmisible. 
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2. El apartheid es una de las violaciones más graves de ese principio y, como el ge-
nocidio, constituye un crimen contra la humanidad que perturba gravemente la paz y la 
seguridad internacionales. 

3. Hay otras políticas y prácticas de segregación y discriminación raciales que constitu-
yen crímenes contra la conciencia y la dignidad de la humanidad y pueden crear tensiones 
políticas y perturbar gravemente la paz y la seguridad internacionales. 

Artículo 5 

1. La cultura, obra de todos los seres humanos y patrimonio común de la humanidad, 
y la educación, en el sentido más amplio de la palabra, proporcionan a los hombres y a las 
mujeres medios cada vez más eficaces de adaptación, que no sólo les permiten afirmar que 
nacen iguales en dignidad y derechos, sino también reconocer que deben respetar el dere-
cho de todos los grupos humanos a la identidad cultural y al desarrollo de su propia vida 
cultural en el marco nacional e internacional, en la inteligencia de que corresponde a cada 
grupo el decidir con toda libertad si desea mantener y, llegado el caso, adaptar o enriquecer 
los valores que considere esenciales para su identidad. 

2. El Estado, de conformidad con sus principios y procedimientos constitucionales, así 
como todas las autoridades competentes y todo el cuerpo docente, tienen la responsabilidad 
de procurar que los recursos en materia de educación de todos los países se utilicen para 
combatir el racismo, en particular haciendo que los programas y los libros de texto den ca-
bida a nociones científicas y éticas sobre la unidad y la diversidad humanas y estén exentos 
de distinciones odiosas respecto de algún pueblo; asegurando la formación del personal 
docente con esos fines; poniendo los recursos del sistema escolar a disposición de todos los 
grupos de población sin restricción ni discriminación alguna de carácter racial y tomando 
las medidas adecuadas para remediar las restricciones impuestas a determinados grupos 
raciales o étnicos en lo que respecta al nivel de educación y al nivel de vida y con el fin de 
evitar en particular que sean transmitidas a los niños. 

3. Se exhorta a los grandes medios de información y a quienes los controlan o están a su 
servicio, así como a todo grupo organizado en el seno de las comunidades nacionales -teniendo 
debidamente en cuenta los principios formulados en la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, en especial el principio de la libertad de expresión- a que promuevan la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre las personas y los grupos humanos, y a que contribuyan a erradicar 
el racismo, la discriminación y los prejuicios raciales, evitando en particular que se presente 
a las personas y a los diferentes grupos humanos de manera estereotipada, parcial, unilateral 
o capciosa. La comunicación entre los grupos raciales y étnicos deberá constituir un proceso 
recíproco que les permita manifestarse y hacerse entender plenamente y con toda libertad. En 
consecuencia, los grandes medios de información deberían abrirse a las ideas de las personas y 
de los grupos que facilitan esa comunicación. 

Artículo 6 

1. El Estado asume responsabilidades primordiales en la aplicación de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales por todos los individuos y todos los grupos hu-
manos en condiciones de plena igualdad de dignidad y derechos. 

2. En el marco de su competencia y de conformidad con sus disposiciones constitu-
cionales, el Estado debería tomar todas las medidas adecuadas, incluso por vía legislativa, 
sobre todo en las esferas de la educación, la cultura y la información, con el fin de prevenir, 
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prohibir y eliminar el racismo, la propaganda racista, la segregación racial y el apartheid, 
así como de fomentar la difusión de conocimientos y de los resultados de investigaciones 
pertinentes en materia de ciencias naturales y sociales sobre las causas y la prevención de los 
prejuicios raciales y de las actitudes racistas, teniendo debidamente en cuenta los principios 
formulados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. 

3. Dado que la legislación que proscribe la discriminación racial puede no bastar por sí 
sola para lograr tales fines, corresponderá también al Estado completarla mediante un apa-
rato administrativo encargado de investigar sistemáticamente los casos de discriminación 
racial, mediante una gama completa de recursos jurídicos contra los actos de discriminación 
racial y por medio de programas de educación y de investigación de gran alcance destina-
dos a luchar contra los prejuicios raciales y la discriminación racial, así como mediante 
programas de medidas positivas de orden político, social, educativo y cultural adecuadas 
para promover un verdadero respeto mutuo entre los grupos humanos. Cuando las circuns-
tancias lo justifiquen, deberán aplicarse programas especiales para promover la mejora de 
la situación de los grupos menos favorecidos y, cuando se trate de nacionales, para lograr su 
participación eficaz en los procesos decisorios de la comunidad. 

Artículo 7 

Junto a las medidas políticas, económicas y sociales, el derecho constituye uno de los 
principales medios de conseguir la igualdad, en dignidad y en derechos, entre los indivi-
duos, y de reprimir toda propaganda, toda organización y toda práctica que se inspiren 
en ideas o teorias basadas en la pretendida superioridad de grupos raciales o étnicos o que 
pretendan justificar o estimular cualquier forma de odio y de discriminación raciales. Los 
Estados deberían tomar medidas jurídicas apropiadas y velar por que todos sus servicios las 
cumplan y apliquen, teniendo debidamente en cuenta los principios formulados en la De-
claración Universal de Derechos Humanos. Esas medidas jurídicas deben insertarse en un 
marco político, económico y social adecuado para favorecer su aplicación. Los individuos 
y las demás entidades jurídicas, públicas o privadas, deberán observarlas y contribuir por 
todos los medios adecuados a su comprensión y puesta en práctica por toda la población. 

Artículo 8 

1. Los individuos, habida cuenta del derecho que tienen a que reine en los planos nacio-
nal e internacional un orden económico, social, cultural y jurídico tal que les permita ejercer 
todas sus facultades con plena igualdad de derechos y oportunidades, tienen los deberes 
correspondientes respecto de sus semejantes, de la sociedad en que viven y de la comunidad 
internacional. Tienen, por consiguiente, el deber de promover la armonía entre los pueblos, 
de luchar contra el racismo y los prejuicios raciales y de contribuir con todos los medios de 
que dispongan a la eliminación de todas las formas de discriminación racial. 

2. En lo que respecta a los prejuicios, los comportamientos y las prácticas racistas, los espe-
cialistas de las ciencias naturales, las ciencias sociales y los estudios culturales, así como las or-
ganizaciones y asociaciones científicas, están llamados a realizar investigaciones objetivas sobre 
unas bases ampliamente interdisciplinarias; todos los Estados deben alentarles a ello. 

3. Incumbe, en particular, a los especialistas procurar por todos los medios de que dis-
pongan que sus trabajos no sean presentados de una manera fraudulenta y ayudar al público 
a comprender sus resultados. 
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Artículo 9 

1. El principio de la igualdad en dignidad y derechos de todos los seres humanos y de 
todos los pueblos, cualquiera que sea su raza, su color y su origen, es un principio general-
mente aceptado y reconocido por el derecho internacional. En consecuencia, toda forma de 
discriminación racial practicada por el Estado constituye una violación del derecho interna-
cional que entraña su responsabilidad internacional. 

2. Deben tomarse medidas especiales a fin de garantizar la igualdad en dignidad y dere-
chos de los individuos y los grupos humanos, dondequiera que ello sea necesario, evitando 
dar a esas medidas un carácter que pudiera parecer discriminatorio en el plano racial. A este 
respecto, se deberá prestar una atención particular a los grupos raciales o étnicos social o 
económicamente desfavorecidos, a fin de garantizarles, en un plano de total igualdad y sin 
discriminaciones ni restricciones, la protección de las leyes y los reglamentos, así como los 
beneficios de las medidas sociales en vigor, en particular en lo que respecta al alojamiento, 
al empleo y a la salud, de respetar la autenticidad de su cultura y de sus valores, y de facilitar, 
especialmente por medio de la educación, su promoción social y profesional. 

3. Los grupos de población de origen extranjero, en particular los trabajadores migran-
tes y sus familias, que contribuyen al desarrollo del país que los acoge, deberán beneficiar 
de medidas adecuadas destinadas a garantizarles la seguridad y el respeto de su dignidad y 
de sus valores culturales, y a facilitarles la adaptación en el medio ambiente que les acoge y 
la promoción profesional, con miras a su reintegración ulterior a su país de origen y a que 
contribuyan a su desarrollo; también debería favorecerse la posibilidad de que se enseñe a 
los niños su lengua materna. 

4. Los desequilibrios existentes en las relaciones económicas internacionales contri-
buyen a exacerbar el racismo y los prejuicios raciales; en consecuencia, todos los Estados 
deberían esforzarse en contribuir a reestructurar la economía internacional sobre la base de 
una mayor equidad. 

Artículo 10 

Se invita a las organizaciones internacionales, universales y regionales, gubernamenta-
les y no gubernamentales, a que presten su cooperación y ayuda dentro de los límites de sus 
competencias respectivas y de sus medios, a la aplicación plena y entera de los principios 
enunciados en la presente Declaración, contribuyendo así a la lucha legítima de todos los 
seres humanos, nacidos iguales en dignidad y en derechos, contra la tiranía y la opresión 
del racismo, de la segregación racial, del apartheid y del genocidio, a fin de que todos los 
pueblos del mundo se libren para siempre de esos azotes.
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Declaración Universal sobre la 
Diversidad Cultural

 
2 de noviembre de 2001

La Conferencia General, 

Reafirmando su adhesión a la plena realización de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales proclamadas en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y en otros instrumentos jurídicos universalmente reconocidos, como los dos Pactos Inter-
nacionales de 1966 relativos uno a los derechos civiles y políticos y el otro a los derechos 
económicos, sociales y culturales, 

Recordando que en el Preámbulo de la Constitución de la UNESCO se afirma “(...) 
que la amplia difusión de la cultura y la educación de la humanidad para la justicia, la liber-
tad y la paz son indispensables a la dignidad del hombre y constituyen un deber sagrado que 
todas las naciones han de cumplir con un espíritu de responsabilidad y de ayuda mutua”, 

Recordando también su Artículo primero que asigna a la UNESCO, entre otros objeti-
vos, el de recomendar “los acuerdos internacionales que estime convenientes para facilitar 
la libre circulación de las ideas por medio de la palabra y de la imagen”, 

Refiriéndose a las disposiciones relativas a la diversidad cultural y al ejercicio de los 
derechos culturales que figuran en los instrumentos internacionales promulgados por la 
UNESCO1, 

Reafirmando que la cultura debe ser considerada el conjunto de los rasgos distintivos 
espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un 

1. Entre los cuales figuran, en particular, el Acuerdo de Florencia de 1950 y su Protoco-
lo de Nairobi de 1976, la Convención Universal sobre Derecho de Autor de 1952, la Decla-
ración de los Principios de la Cooperación Cultural Internacional de 1966, la Convención 
sobre las Medidas que Deben Adoptarse para Prohibir e Impedir la Importación, la Expor-
tación y la Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales de 1970, la Convención 
para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural de 1972, la Declaración so-
bre la Raza y los Prejuicios Raciales aprobada por la Conferencia General de la UNESCO 
en 1978, la Recomendación relativa a la condición del artista de 1980 y la Recomendación 
sobre la Salvaguardia de la Cultura Tradicional y Popular de 1989. 
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grupo social y que abarca, además de las artes y las letras, los modos de vida, las maneras 
de vivir juntos, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias2, 

Comprobando que la cultura se encuentra en el centro de los debates contemporáneos 
sobre la identidad, la cohesión social y el desarrollo de una economía fundada en el saber, 

Afirmando que el respeto de la diversidad de las culturas, la tolerancia, el diálogo y la 
cooperación, en un clima de confianza y de entendimiento mutuos, son uno de los mejores 
garantes de la paz y la seguridad internacionales, 

Aspirando a una mayor solidaridad fundada en el reconocimiento de la diversidad 
cultural, en la conciencia de la unidad del género humano y en el desarrollo de los inter-
cambios interculturales, 

Considerando que el proceso de mundialización, facilitado por la rápida evolución de 
las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, pese a constituir un reto para 
la diversidad cultural crea las condiciones de un diálogo renovado entre las culturas y las 
civilizaciones, 

Consciente del mandato específico que se ha conferido a la UNESCO, en el sistema de 
las Naciones Unidas, de asegurar la preservación y la promoción de la fecunda diversidad 
de las culturas, 

Proclama los principios siguientes y aprueba la presente Declaración: 

IDENTIDAD, DIVERSIDAD Y PLURALISMO 

Artículo 1 – La diversidad cultural, patrimonio común de la humanidad 
La cultura adquiere formas diversas a través del tiempo y del espacio. Esta diversidad se mani-

fiesta en la originalidad y la pluralidad de las identidades que caracterizan a los grupos y las sociedades 
que componen la humanidad. Fuente de intercambios, de innovación y de creatividad, la diversidad 
cultural es tan necesaria para el género humano como la diversidad biológica para los organismos 
vivos. En este sentido, constituye el patrimonio común de la humanidad y debe ser reconocida y 
consolidada en beneficio de las generaciones presentes y futuras. 

Artículo 2 – De la diversidad cultural al pluralismo cultural 
En nuestras sociedades cada vez más diversificadas, resulta indispensable garantizar 

una interacción armoniosa y una voluntad de convivir de personas y grupos con identidades 
culturales a un tiempo plurales, variadas y dinámicas. Las políticas que favorecen la integra-
ción y la participación de todos los ciudadanos garantizan la cohesión social, la vitalidad 
de la sociedad civil y la paz. Definido de esta manera, el pluralismo cultural constituye la 
respuesta política al hecho de la diversidad cultural. Inseparable de un contexto democrá-
tico, el pluralismo cultural es propicio para los intercambios culturales y el desarrollo de las 
capacidades creadoras que alimentan la vida pública. 

Artículo 3 – La diversidad cultural, factor de desarrollo 
La diversidad cultural amplía las posibilidades de elección que se brindan a todos; es 

una de las fuentes del desarrollo, entendido no solamente en términos de crecimiento eco-
nómico, sino también como medio de acceso a una existencia intelectual, afectiva, moral y 
espiritual satisfactoria. 

2. Definición conforme a las conclusiones de la Conferencia Mundial sobre las Políticas Culturales (MON-
DIACULT, México, 1982), de la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo (Nuestra Diversidad Creativa, 1995) 
y de la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo, 1998).
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DIVERSIDAD CULTURAL Y DERECHOS HUMANOS 

Artículo 4 – Los derechos humanos, garantes de la diversidad cultural 
La defensa de la diversidad cultural es un imperativo ético, inseparable del respeto de 

la dignidad de la persona humana. Ella supone el compromiso de respetar los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, en particular los derechos de las personas que 
pertenecen a minorías y los de los pueblos indígenas. Nadie puede invocar la diversidad 
cultural para vulnerar los derechos humanos garantizados por el derecho internacional, ni 
para limitar su alcance. 

Artículo 5 – Los derechos culturales, marco propicio para la diversidad cultural 
Los derechos culturales son parte integrante de los derechos humanos, que son universales, 

indisociables e interdependientes. El desarrollo de una diversidad creativa exige la plena realiza-
ción de los derechos culturales, tal como los definen el Artículo 27 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los Artículos 13 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales. Toda persona debe tener la posibilidad de expresarse, crear y difundir 
sus obras en la lengua que desee y en particular en su lengua materna; toda persona tiene dere-
cho a una educación y una formación de calidad que respeten plenamente su identidad cultural; 
toda persona debe tener la posibilidad de participar en la vida cultural que elija y conformarse 
a las prácticas de su propia cultura, dentro de los límites que impone el respeto de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales. 

Artículo 6 – Hacia una diversidad cultural accesible a todos 
Al tiempo que se garantiza la libre circulación de las ideas mediante la palabra y la 

imagen, hay que velar por que todas las culturas puedan expresarse y darse a conocer. La 
libertad de expresión, el pluralismo de los medios de comunicación, el plurilingüismo, la 
igualdad de acceso a las expresiones artísticas, al saber científico y tecnológico -compren-
dida su presentación en forma electrónica- y la posibilidad, para todas las culturas, de estar 
presentes en los medios de expresión y de difusión, son los garantes de la diversidad cultural. 

DIVERSIDAD CULTURAL Y CREATIVIDAD 

Artículo 7 – El patrimonio cultural, fuente de la creatividad 
Toda creación tiene sus orígenes en las tradiciones culturales, pero se desarrolla plena-

mente en contacto con otras culturas. Ésta es la razón por la cual el patrimonio, en todas 
sus formas, debe ser preservado, realzado y transmitido a las generaciones futuras como 
testimonio de la experiencia y de las aspiraciones humanas, a fin de nutrir la creatividad en 
toda su diversidad e inspirar un verdadero diálogo entre las culturas. 

Artículo 8 – Los bienes y servicios culturales, mercancías distintas de las demás 
Ante los cambios económicos y tecnológicos actuales, que abren vastas perspectivas para 

la creación y la innovación, se debe prestar particular atención a la diversidad de la oferta crea-
tiva, al justo reconocimiento de los derechos de los autores y de los artistas, así como al carácter 
específico de los bienes y servicios culturales que, por ser portadores de identidad, de valores y 
sentido, no deben ser considerados mercancías o bienes de consumo como los demás. 

Artículo 9 – Las políticas culturales, catalizadoras de la creatividad 
Las políticas culturales, en tanto que garantizan la libre circulación de las ideas y las 

obras, deben crear condiciones propicias para la producción y difusión de bienes y servicios 
culturales diversificados, gracias a industrias culturales que dispongan de medios para desa-
rrollarse en los planos local y mundial. Al tiempo que respeta sus obligaciones internaciona-
les, cada Estado debe definir su política cultural y aplicarla utilizando para ello los medios 
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de acción que juzgue más adecuados, ya se trate de modalidades prácticas de apoyo o de 
marcos reglamentarios apropiados. 

DIVERSIDAD CULTURAL Y SOLIDARIDAD INTERNACIONAL 

Artículo 10 – Reforzar las capacidades de creación y de difusión a escala mundial 
Ante los desequilibrios que se producen actualmente en los flujos e intercambios de 

bienes culturales a escala mundial, es necesario reforzar la cooperación y la solidaridad 
internacionales para que todos los países, especialmente los países en desarrollo y los países 
en transición, puedan crear industrias culturales viables y competitivas en los planos nacio-
nal e internacional. 

Artículo 11 – Forjar relaciones de colaboración entre el sector público, el sector 
privado y la sociedad civil. 

Las fuerzas del mercado por sí solas no pueden garantizar la preservación y promoción 
de la diversidad cultural, clave de un desarrollo humano sostenible. Desde este punto de 
vista, se debe reafirmar la preeminencia de las políticas públicas, en colaboración con el 
sector privado y la sociedad civil. 

Artículo 12 – La función de la UNESCO 
Por su mandato y sus funciones compete a la UNESCO: 
a) promover la integración de los principios enunciados en la presente Declaración en 

las estrategias de desarrollo elaboradas en las diversas entidades intergubernamentales; 
b) constituir un punto de referencia y foro de concertación entre los Estados, los orga-

nismos internacionales gubernamentales y no gubernamentales, la sociedad civil y el sector 
privado para la elaboración conjunta de conceptos, objetivos y políticas en favor de la diver-
sidad cultural; 

c) proseguir su acción normativa y su acción de sensibilización y fortalecimiento de 
capacidades en los ámbitos relacionados con la presente Declaración que correspondan a 
sus esferas de competencia; 

d) facilitar la aplicación del Plan de Acción cuyas orientaciones principales figuran a 
continuación de la presente Declaración. 

Anexo II Orientaciones principales de un plan de acción para la aplicación  
de la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural 

Los Estados Miembros se comprometen a tomar las medidas apropiadas para difun-
dir ampliamente la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural y 
fomentar su aplicación efectiva, cooperando en particular con miras a la realización de los 
siguientes objetivos: 

1. Profundizar en el debate internacional sobre los problemas relativos a la diversidad 
cultural, especialmente los que se refieren a sus vínculos con el desarrollo y a su influencia 
en la formulación de políticas, a escala tanto nacional como internacional; profundizar 
particularmente en la reflexión sobre la conveniencia de elaborar un instrumento jurídico 
internacional sobre la diversidad cultural. 

2. Progresar en la definición de los principios, normas y prácticas en los planos nacio-
nal e internacional, así como en los medios de sensibilización y las formas de cooperación 
más propicios para la salvaguardia y la promoción de la diversidad cultural. 

3. Favorecer el intercambio de conocimientos y de las prácticas recomendables en 
materia de pluralismo cultural con miras a facilitar, en sociedades diversificadas, la inte-
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gración y la participación de personas y grupos que procedan de horizontes culturales 
variados. 

4. Avanzar en la comprensión y la clarificación del contenido de los derechos cultura-
les, considerados parte integrante de los derechos humanos. 

5. Salvaguardar el patrimonio lingüístico de la humanidad y apoyar la expresión, la 
creación y la difusión en el mayor número posible de lenguas. 

6. Fomentar la diversidad lingüística -respetando la lengua materna- en todos los nive-
les de enseñanza, dondequiera que sea posible, y estimular el aprendizaje de varios idiomas 
desde la más temprana edad. 

7. Alentar, a través de la educación, una toma de conciencia del valor positivo de la 
diversidad cultural y mejorar, a esos efectos, la formulación de los programas escolares y la 
formación de los docentes. 

8. Incorporar al proceso educativo, tanto como sea necesario, métodos pedagógicos 
tradicionales, con el fin de preservar y optimizar métodos culturalmente adecuados para la 
comunicación y la transmisión del saber. 

9. Fomentar la “alfabetización digital” y acrecentar el dominio de las nuevas tecno-
logías de la información y de la comunicación, que deben considerarse al mismo tiempo 
disciplinas de enseñanza e instrumentos pedagógicos capaces de reforzar la eficacia de los 
servicios educativos. 

10. Promover la diversidad lingüística en el ciberespacio y fomentar el acceso gratuito 
y universal, mediante las redes mundiales, a toda la información que pertenezca al dominio 
público. 

11. Luchar contra las disparidades que se han dado en llamar “brecha digital” -en 
estrecha cooperación con los organismos competentes del sistema de las Naciones Unidas- 
favoreciendo el acceso de los países en desarrollo a las nuevas tecnologías, ayudándolos a 
dominar las tecnologías de la información y facilitando a la vez la difusión electrónica de los 
productos culturales endógenos y el acceso de dichos países a los recursos digitales de orden 
educativo, cultural y científico, disponibles a escala mundial. 

12. Estimular la producción, la salvaguardia y la difusión de contenidos diversificados 
en los medios de comunicación y las redes mundiales de información y, con este fin, pro-
mover la función de los servicios públicos de radiodifusión y de televisión en la elaboración 
de producciones audiovisuales de calidad, favoreciendo en particular el establecimiento de 
mecanismos de cooperación que faciliten la difusión de las mismas. 

13. Elaborar políticas y estrategias de preservación y realce del patrimonio natural y 
cultural, en particular del patrimonio oral e inmaterial, y combatir el tráfico ilícito de bienes 
y servicios culturales. 

14. Respetar y proteger los sistemas de conocimiento tradicionales, especialmente 
los de los pueblos indígenas; reconocer la contribución de los conocimientos tradiciona-
les, en particular por lo que respecta a la protección del medio ambiente y a la gestión 
de los recursos naturales, y favorecer las sinergias entre la ciencia moderna y los cono-
cimientos locales. 

15. Apoyar la movilidad de creadores, artistas, investigadores, científicos e intelectuales 
y el desarrollo de programas y actividades conjuntas de investigación, de carácter inter-
nacional, procurando al mismo tiempo preservar y aumentar la capacidad creativa de los 
países en desarrollo y en transición. 

16. Garantizar la protección del derecho de autor y los derechos con él relacionados, 
con miras a fomentar el desarrollo de la creatividad contemporánea y una remuneración 
justa de la labor creativa, defendiendo al mismo tiempo el derecho público de acceso a la 
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cultura, de conformidad con el Artículo 27 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos. 

17. Contribuir a la creación o a la consolidación de industrias culturales en los países 
en desarrollo y los países en transición y, con este propósito, cooperar en el desarrollo de 
las infraestructuras y las competencias necesarias, apoyar la creación de mercados locales 
viables y facilitar el acceso de los bienes culturales de dichos países al mercado mundial y a 
los circuitos internacionales de distribución. 

18. Fomentar políticas culturales que promuevan los principios consagrados en la presente 
Declaración, entre otras cosas mediante modalidades prácticas de apoyo y/o marcos reglamen-
tarios apropiados, respetando las obligaciones internacionales de cada Estado. 

19. Lograr que los diferentes sectores de la sociedad civil colaboren estrechamente en 
la definición de políticas públicas de salvaguardia y promoción de la diversidad cultural. 

20. Reconocer y fomentar la contribución que el sector privado puede aportar al realce 
de la diversidad cultural y facilitar, con este propósito, la creación de espacios de diálogo 
entre el sector público y el privado. 

Los Estados Miembros recomiendan al Director General que al ejecutar los programas 
de la UNESCO tome en consideración los objetivos enunciados en el presente Plan de 
Acción, y que lo comunique a los organismos del sistema de las Naciones Unidas y demás 
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales interesadas, con miras a refor-
zar la sinergia de las medidas que se adopten en favor de la diversidad cultural. 
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Declaración sobre los derechos 
de las personas pertenecientes a 
minorías nacionales o étnicas, 

religiosas y lingüísticas 
 

Aprobada por la Asamblea General  
en su resolución 47/135 del 18 de diciembre de 1992 

La Asamblea General, 
Reafirmando que uno de los propósitos básicos de las Naciones Unidas, proclamados 

en la Carta, es el desarrollo y el estímulo del respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, 

Reafirmando la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor 
de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones 
grandes y pequeñas, 

Deseando promover la realización de los principios enunciados en la Carta, la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, la Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y dis-
criminación fundadas en la religión o las convicciones y la Convención sobre los Derechos 
del Niño, así como en otros instrumentos internacionales pertinentes aprobados a nivel 
mundial o regional y los celebrados entre distintos Estados Miembros de las Naciones Uni-
das, 

Inspirada en las disposiciones del artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos relativas a los derechos de las personas pertenecientes a minorías étnicas, 
religiosas o lingüísticas, 

Considerando que la promoción y protección de los derechos de las personas pertene-
cientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas contribuyen a la estabilidad 
política y social de los Estados en que viven, 
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Subrayando que la promoción y la realización constantes de los derechos de las per-
sonas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, como parte 
integrante del desarrollo de la sociedad en su conjunto y dentro de un marco democrático 
basado en el imperio de la ley, contribuirían al robustecimiento de la amistad y de la coope-
ración entre los pueblos y los Estados, 

Considerando que las Naciones Unidas tienen un importante papel que desempeñar en 
lo que respecta a la protección de las minorías, 

Teniendo presente la labor realizada hasta la fecha dentro del sistema de las Naciones 
Unidas, en particular por la Comisión de Derechos Humanos y la Subcomisión de Preven-
ción de Discriminaciones y Protección de las Minorías, así como por los órganos estableci-
dos de conformidad con los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y otros instru-
mentos internacionales pertinentes sobre derechos humanos, en cuanto a la promoción y 
protección de los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, 
religiosas y lingüísticas, 

Teniendo en cuenta la importante labor que realizan las organizaciones interguberna-
mentales y no gubernamentales en lo que respecta a la protección de las minorías y la pro-
moción y la protección de los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales 
o étnicas, religiosas y lingüísticas, 

Reconociendo la necesidad de lograr una aplicación aún más eficiente de los instru-
mentos internacionales sobre derechos humanos en lo que respecta a los derechos de las 
personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, 

Proclama la presente Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes a 
minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, 

Artículo 1

1. Los Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, re-
ligiosa y lingüística de las minorías dentro de sus territorios respectivos y fomentarán las 
condiciones para la promoción de esa identidad. 

2. Los Estados adoptarán medidas apropiadas, legislativas y de otro tipo, para lograr 
esos objetivos.

Artículo 2

1. Las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas 
(en lo sucesivo denominadas personas pertenecientes a minorías) tendrán derecho a disfru-
tar de su propia cultura, a profesar y practicar su propia religión, y a utilizar su propio idio-
ma, en privado y en público, libremente y sin injerencia ni discriminación de ningún tipo. 

2. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar efectivamen-
te en la vida cultural, religiosa, social, económica y pública. 

3. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar efectiva-
mente en las decisiones que se adopten a nivel nacional y, cuando proceda, a nivel regional 
respecto de la minoría a la que pertenezcan o de las regiones en que vivan, de toda manera 
que no sea incompatible con la legislación nacional. 

4. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de establecer y mantener 
sus propias asociaciones. 

5. Las personas pertenecientes a minorías tendrán derecho a establecer y mantener, 
sin discriminación de ninguno tipo, contactos libres y pacíficos con otros miembros de su 
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grupo y con personas pertenecientes a otras minorías, así como contactos transfronterizos 
con ciudadanos de otros Estados con los que estén relacionados por vínculos nacionales o 
étnicos, religiosos o lingüísticos. 

Artículo 3 

1. Las personas pertenecientes a minorías podrán ejercer sus derechos, incluídos los 
que se enuncian en la presente Declaración, individualmente así como en comunidad con 
los demás miembros de su grupo, sin discriminación alguna. 

2. Las personas pertenecientes a minorías no sufrirán ninguna desventaja como re-
sultado del ejercicio o de la falta de ejercicio de los derechos enunciados en la presente 
Declaración. 

Artículo 4 

1. Los Estados adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las personas per-
tenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente todos sus derechos humanos y 
libertades fundamentales sin discriminación alguna y en plena igualdad ante la ley. 

2. Los Estados adoptarán medidas para crear condiciones favorables a fin de que las 
personas pertenecientes a minorías puedan expresar sus características y desarrollar su cul-
tura, idioma, religión, tradiciones y costumbres, salvo en los casos en que determinadas 
prácticas violen la legislación nacional y sean contrarias a las normas internacionales. 

3. Los Estados deberán adoptar medidas apropiadas de modo que, siempre que sea 
posible, las personas pertenecientes a minorías puedan tener oportunidades adecuadas de 
aprender su idioma materno o de recibir instrucción en su idioma materno. 

4. Los Estados deberán adoptar, cuando sea apropiado, medidas en la esfera de la 
educación, a fin de promover el conocimiento de la historia, las tradiciones, el idioma y la 
cultura de las minorías que existen en su territorio. Las personas pertenecientes a minorías 
deberán tener oportunidades adecuadas de adquirir conocimientos sobre la sociedad en su 
conjunto. 

5. Los Estados deberán examinar medidas apropiadas de modo que las personas per-
tenecientes a minorías puedan participar plenamente en el progreso y el desarrollo econó-
micos de su país. 

Artículo 5 

1. Las políticas y programas nacionales se planificarán y ejecutarán teniendo debida-
mente en cuenta los intereses legítimos de las personas pertenecientes a minorías. 

2. Los programas de cooperación y asistencia entre Estados deberán planificarse y eje-
cutarse teniendo debidamente en cuenta los intereses legítimos de las personas pertenecien-
tes a minorías. 

Artículo 6 

Los Estados deberán cooperar en las cuestiones relativas a las personas pertenecientes 
a minorías, entre otras cosas, el intercambio de información y de experiencia, con el fin de 
promover la comprensión y la confianza mutuas.
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Artículo 7 

Los Estados deberán cooperar a fin de promover el respeto por los derechos enunciados 
en la presente Declaración. 

Artículo 8

1. Ninguna de las disposiciones de la presente Declaración impedirá el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales de los Estados en relación con las personas pertenecien-
tes a minorías. En particular, los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones y los com-
promisos contraídos en virtud de los tratados y acuerdos internacionales en que sean partes. 

2. El ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración se entenderá sin 
perjuicio del disfrute por todas las personas de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales reconocidos universalmente. 

3. Las medidas adoptadas por los Estados a fin de garantizar el disfrute efectivo de los 
derechos enunciados en la presente Declaración no deberán ser consideradas prima facie 
contrarias al principio de igualdad enunciado en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos. 

Artículo 9 

Los organismos especializados y demás organizaciones del sistema de las Naciones 
Unidas contribuirán a la plena realización de los derechos y principios enunciados en la 
presente Declaración, en sus respectivas esferas de competencia.
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Declaración de la Asamblea General  
de la ONU para conmemorar el  

Décimo Aniversario de la  
Aprobación de la Declaración  

y el Programa de Acción de Durban 
 

(Resolución A/66/3, de 22 de septiembre de 2011)

El 22 de septiembre de este año 2011 la Asamblea General de las Naciones Unidas celebró 
una reunión de alto nivel de un día para conmemorar el décimo aniversario de la adopción 
de la Declaración y el Programa de Acción de Durban . Este Documento sirve de esquema ope-
rativo para la lucha de la comunidad internacional contra el Racismo. Fue adoptado por 
consenso en el 2001 en la Conferencia de las Naciones Unidas contra el Racismo, la Discriminación 
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, que se celebró en Durban, Sudáfrica. 
Se trata de una innovación en el programa con énfasis en la lucha contra todas las formas 
de racismo y discriminación racial.

Este décimo aniversario ofrece una oportunidad para reforzar el compromiso con la 
lucha contra el racismo y la discriminación racial. Siendo el 2011 el Año Internacional de los 
Afrodescendientes, nos acordamos de todas las víctimas que fueron identificadas en la Decla-
ración y programa de acción de Durban, y tenemos otra oportunidad para enfocar la lucha 
y la prevención del racismo y la discriminación racial en todas sus manifestaciones.

En la sesión de apertura de la Reunión de Alto Nivel, los líderes mundiales aprobaron 
por consenso una declaración política proclamando su «firme determinación de hacer que la 
lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de into-
lerancia, así como la protección de las víctimas de esos fenómenos, sea una alta prioridad 
para sus países».

Unidos contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas 
Conexas de Intolerancia

La Asamblea General,

Aprueba la siguiente declaración política de la reunión de alto nivel de la Asamblea 
General para celebrar el décimo aniversario de la aprobación de la Declaración y el Progra-
ma de Acción de Durban1: Unidos contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia 
y las formas conexas de intolerancia

1. Véase A/CONF.189/12 y Corr.1, cap. I.
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Nosotros, los Jefes de Estado y de Gobierno y los representantes de los Estados y Go-
biernos, reunidos en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el 22 de septiembre de 
2011 con motivo de la reunión de alto nivel de la Asamblea General para celebrar el décimo 
aniversario de la aprobación de la Declaración y el Programa de Acción de Durban:

1. Reafirmamos que la Declaración y el Programa de Acción de Durban, aprobados en 
2001, y el Documento final de la Conferencia de Examen de Durban2, aprobado en 2009, 
son un marco integral de las Naciones Unidas y una base sólida para combatir el racismo, 
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

2. Recordamos que el objetivo de esta celebración es movilizar la voluntad política a 
nivel nacional, regional e internacional y reafirmar nuestro compromiso político de aplicar 
plena y efectivamente la Declaración y el Programa de Acción de Durban y el documento 
final de la Conferencia de Examen de Durban, y sus procesos de seguimiento, a todos esos 
niveles;

3. Acogemos con beneplácito los avances logrados en muchas partes del mundo en 
la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de 
intolerancia desde 2001;

4. Reconocemos que, pese a los esfuerzos concertados de la comunidad internacional 
en los últimos diez años, que se apoyan en la labor desarrollada en los últimos decenios, el 
flagelo del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intole-
rancia, incluidas sus nuevas formas y manifestaciones, aún persiste en todas las partes del 
mundo y que, a día de hoy, innumerables seres humanos siguen siendo víctimas del racismo, 
la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia;

2. Véase A/CONF.211/8, cap. I.
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PROTOCOLO N.º 7  
a la Convención Europea de 

Derechos Humanos: incorpora una 
lista de cinco nuevos derechos

 
(Ratificado por España el 16.9 de 2008 y en vigor el 1.12.2009)

El Protocolo nº 7 a la Convención Europea de Derechos Humanos es un texto inter-
nacional anexo a la citada Convención o Convenio, elaborado en el ámbito del Consejo de 
Europa y abierto a todos los estados miembros del Consejo que hayan ratificado la Conven-
ción. Su finalidad es proclamar nuevos derechos humanos. Fue aprobado el 22 de noviembre 
de 1984 y entró en vigor el 1 de noviembre de 1988,1 dos meses después de su ratificación 
por los primeros siete estados. Fue parcialmente modificado por la entrada en vigor del 
Protocolo nº 11 a la Convención Europea de Derechos Humanos.

Tras la aprobación de la Convención Europea de Derechos Humanos en 1950, la Asamblea 
General de Naciones Unidas adoptó en 1966 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Aunque la nueva norma no llegaría a entrar en vigor hasta diez años más tarde, el Comité de 
Ministros del Consejo de Europa encargó a un comité de expertos, ya en 1967, que estudiase los 
problemas que pudieran derivarse de la coexistencia de las dos normas protectoras de los de-
rechos humanos, la europea y la mundial. El comité de expertos entregó su informe en 1969, 
explicando las diferencias existentes entre los derechos reconocidos en una y otra norma.

Posteriormente, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa propuso que se estudiase la 
ampliación del listado de derechos del Convenio, pidiendo en 1976 al Comité de Ministros que 
añadiera al mismo el mayor número posible de derechos presentes en el Pacto Internacional y 
ausentes del Convenio Europeo. Fruto de esos trabajos nació el Protocolo nº 7.2

Por consiguiente, el Protocolo nº 7 es uno de los denominados protocolos adicionales, 
cuya finalidad es añadir más derechos al listado de los inicialmente proclamados por el Con-
venio. Por tal motivo, los Estados que han ratificado el Convenio son libres de firmarlo o no. 
Por esa misma razón, no es necesario que todos los Estados parte en el Convenio ratifiquen 
el protocolo para que éste entre en vigor. Ello proporciona flexibilidad a los Estados aunque 
a costa de generar diferencias entre ellos.
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El Protocolo nº 7 incorpora una lista de cinco nuevos derechos a los que recogía la 
Convención:

Expulsión de extranjeros

Artículo 1. Garantías de procedimiento en caso de expulsión de extranjeros. El Protocolo nº 4 
había proclamado la libertad de circulación, pero especificaba que se trataba de la libertad 
de circular por el territorio del Estado en el que la persona se encuentra en situación re-
gular. También había establecido la prohibición de que las personas fueran expulsadas del 
Estado del que son nacionales. Respecto a la expulsión de los extranjeros, se había limitado 
a prohibir las expulsiones colectivas, debiendo ser, por tanto, individualizadas. En los más 
de veinte años transcurridos, la sensibilidad sobre la cuestión había cambiado y varios esta-
dos consideraban conveniente reforzar las garantías de los extranjeros durante un eventual 
procedimiento de expulsión. Este artículo establece que la expulsión sólo puede hacerse en 
ejecución de una decisión adoptada conforme a la ley. Además concede al extranjero los de-
rechos a formular alegaciones contra su expulsión, a conseguir la revisión del caso (recurso 
administrativo o judicial) y a ser representado ante la autoridad competente. Sin embargo, 
el apartado segundo permite suprimir esos tres derechos cuando la expulsión sea necesaria 
en interés del orden público o esté fundada en motivos de seguridad nacional.

Derecho al recurso

Artículo 2. Derecho a un doble grado de jurisdicción en materia penal. La Convención nada 
establecía al respecto, a diferencia del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos apro-
bado en el ámbito de la ONU. Este artículo establece el derecho a recurrir las condenas 
penales. El derecho existe sólo en el ámbito penal, quedando fuera de otras jurisdicciones, 
como la civil o laboral; sólo existe contra las sentencias definitivas, quedando exceptuadas 
las resoluciones interlocutorias; sólo se aplica las sentencias condenatorias; y sólo el condenado 
está amparado por el derecho. Los motivos y forma del ejercicio del derecho deben estar re-
gulados por ley. A continuación se acepta que puedan estar exceptuados los casos relativos a 
infracciones menores, los casos en que el juicio ha sido tramitado ante un tribunal superior y 
los casos en que la condena es fruto de un recurso contra una primera sentencia absolutoria.

Indemnización por errores judiciales

Artículo 3. Derecho a indemnización en caso de error judicial. Establece el derecho a ser 
indemnizado en el caso de haber sido condenado a consecuencia de un error judicial demos-
trado. Ello tanto si la condena es anulada como si queda sin aplicación por una medida de 
gracia. La indemnización deberá ser establecida conforme a la ley o a la práctica vigente en 
el Estado. Se exceptúa el caso de que el error se haya producido por una no revelación del 
hecho desconocido por parte del penado en el momento procesal oportuno.

Doble enjuiciamiento

Artículo 4. Derecho a no ser juzgado o castigado dos veces. Se trata del tradicional principio 
enunciado como “non bis in idem”. Nadie podrá ser perseguido o condenado penalmente 
por una infracción por la que ya haya sido absuelto o condenado mediante sentencia firme 
dictada en el mismo Estado. La prohibición no parece impedir expresamente la repetición 
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del juicio en un segundo Estado. El artículo no impide la reapertura del proceso en caso de 
evidencia de nuevos hechos o vicio en el procedimiento. Los estados no podrán invocar el 
artículo 15 de la Convención para derogar este artículo.

Igualdad entre cónyuges

Artículo 5. Igualdad entre esposos. Aunque el artículo 12 de la Convención había procla-
mado el derecho a contraer matrimonio y el artículo 14 había prohibido ya la discriminación 
por razón de sexo y de otros motivos en la aplicación de los derechos reconocidos en la 
misma, se consideró necesario proclamar este derecho específicamente. Establece la igual-
dad de derechos y deberes de carácter civil entre los cónyuges, tanto entre ellos mismos como 
en sus relaciones con sus hijos, tanto durante el matrimonio como en caso de disolución del 
mismo. Ello no impide que los estados adopten medidas necesarias en interés de los hijos.

Protección

Los nuevos derechos gozan de la misma protección que la Convención otorga a los ori-
ginalmente incluidos en ella, pudiendo las personas físicas, las organizaciones no gubernamen-
tales y los grupos de particulares interponer demandas ante el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos reclamando por la violación de sus derechos. No obstante, no todos los estados 
parte en la Convención han ratificado el Protocolo nº 7. España lo firmó el 22 de noviem-
bre de 1984, pero no lo ratificó hasta el 16 de septiembre de 2009, entrando en vigor el 1 
de diciembre de ese mismo año. Tras su ratificaciónpor Bélgica en 2012, 43 de los 47 Estados 
miembros del Consejo de Europa habían ratificado el protocolo.

“La Intolerancia amenaza al mundo, sus manifestaciones 
atacan la dignidad humana y la convivencia democrática; confia-
mos que nuestros jóvenes y con ellos, todos juntos, impidamos 
su avance construyendo una muralla de Tolerancia y Derechos 
Humanos.”

Esteban Ibarra
Presidente de Movimiento contra la Intolerancia
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PROTOCOLO Nº 12  
a la Convención Europea de 

Derechos Humanos: Prohibición 
total de discriminación 

 
(Ratificado por España el 13.2 de 2008)

El Protocolo Nº 12 a la Convención Europea de Derechos Humanos es un texto in-
ternacional anexo a la citada Convención o Convenio, elaborado en el ámbito del Consejo 
de Europa y abierto a todos los estados miembros que hayan ratificado la Convención. Su 
finalidad es aumentar la protección contra la discriminación. Fue aprobado el 4 de noviem-
bre de 2000 y entró en vigor el 1 de abril de 2005, a los tres meses de ser ratificado por los 
primeros diez estados.

El Protocolo Nº 12 añade un único derecho a la lista de derechos humanos que recogía 
la Convención:

Prohibición general de discriminación

Aunque el artículo 14 de la Convención ya introdujo una prohibición de discrimina-
ción, se refería únicamente a la discriminación en la aplicación de los derechos proclamados 
en la propia Convención (a los que habrá que añadir luego los introducidos por los protoco-
los posteriores para los estados signatarios). La diferencia es que el Protocolo Nº 12 añade la 
prohibición de discriminación al “goce de cualquier derecho previsto por la ley”, es decir, de cual-
quier derecho que la legislación interna del Estado signatario reconozca a las personas. Los 
motivos enunciados por los que no se puede discriminar son los mismos ya recogidos en el 
artículo 14 de la Convención: sexo, raza, color, lengua, religión, opinión, origen, pertenencia 
a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación, si bien el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos entiende que no es una enumeración exhaustiva. Además, el 
Protocolo prohíbe que nadie sea discriminado por una autoridad pública, lo que extiende la 
prohibición y aumenta las garantías.



35

Protección

El nuevo derecho goza de la misma protección que la Convención otorga a los de-
rechos originalmente incluidos en ella, pudiendo las personas físicas, las organizaciones no 
gubernamentales y los grupos de particulares interponer demandas ante el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos reclamando por la violación de sus derechos. No obstante, la mayoría 
de los estados parte en la Convención no han ratificado todavía el Protocolo Nº 12. Tras su 
ratificación por Eslovenia en 2010, sólo 18 de los 47 Estados miembros del Consejo de Europa 
lo habían hecho, habiendo otros 19 que, aunque lo habían firmado, no lo habían ratificado 
todavía (requisito necesario para que les obligue a su cumplimiento). Se trata del protocolo 
al Convenio que menos estados han ratificado, lo que da idea del grado de compromiso que 
entraña su cumplimiento. Cabe destacar que muchos de los estados que lo han ratificado es-
tán entre el grupo de los más recientes miembros del Consejo de Europa. España lo ratificó 
el 13 de febrero de 2008, entrando en vigor el 1 de junio siguiente.

Sólo una raza,
la raza humana

Movimiento contra la Intolerancia
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Recomendación nº 97  
del Comité de Ministros de los 

estados Miembros del Consejo de 
Europa sobre el “Discurso de Odio”

El Comité de Ministros del Consejo de Europa define el Hate Speech como toda forma 
de expresión que difunda, incite, promueva o justifique el odio racial, la xenofobia, el 
antisemitismo u otras formas de odio basadas en la intolerancia. Esta definición del 
discurso del odio con la expresión otras formas de odio basadas en la intolerancia permite 
a los países miembros combatir otros tipos de hate speech como pueden ser los basados en 
la orientación sexual, creencias religiosas o identidad de género. Esta definición del término 
ha gozado de aceptación y ha sido adoptada tanto por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
como por los Tribunales en España.
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Protocolo adicional al Convenio 
sobre la Ciberdelincuencia 

 
Relativo a la penalización de actos de índole racista y 
xenófoba cometidos  por medio de sistemas informáticos 

 
Estrasburgo, 30.I.2003

Los Estados miembros del Consejo de Europa y los demás Estados Partes en el  Conve-
nio sobre la Ciberdelincuencia, abierto a la firma en Budapest el 23 de  noviembre de 2001, 
signatarios del presente Protocolo; 

Considerando que la finalidad del Consejo de Europa es realizar una unión más estre-
cha entre sus miembros; 

Recordando que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos; 
Haciendo hincapié en la necesidad de garantizar una aplicación plena y efectiva de  to-

dos los derechos humanos sin ninguna discriminación ni distinción, tal como se encuentran 
consagrados en los instrumentos europeos y otros instrumentos internacionales; 

Convencidos de que los actos de índole racista y xenófoba constituyen una violación 
de los derechos humanos y una amenaza contra el Estado de derecho y la estabilidad de-
mocrática; 

Considerando que el derecho tanto nacional como internacional necesitan dar una res-
puesta jurídica adecuada a la propaganda de índole racista y xenófoba difundida  por medio 
de los sistemas informáticos; 

Conscientes de que la propaganda de esos actos a menudo está penalmente tipificada 
en las legislaciones nacionales; 

Teniendo en cuenta el Convenio sobre la Ciberdelincuencia, que establece medios  
flexibles y modernos de cooperación internacional, y convencidos de la necesidad de armo-
nizar las disposiciones legales sustantivas relativas a la lucha contra la propaganda racista 
y xenófoba; 

Conscientes de que los sistemas informáticos ofrecen un medio sin precedentes para 
facilitar la libertad de expresión y de comunicación en todo el mundo; 

Reconociendo que la libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esencia-
les de una sociedad democrática y que es una de las condiciones básicas para su progreso y 
para el desarrollo de todo ser humano; 

Preocupados, sin embargo, por el riesgo de la mala utilización o de la utilización abusi-
va de esos sistemas informáticos para difundir propaganda racista y xenófoba;

Conscientes de la necesidad de garantizar un equilibrio idóneo entre la libertad de ex-
presión y una lucha eficaz contra los actos de índole racista y xenófoba; 
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Reconociendo que el presente Protocolo no pretende menoscabar los principios esta-
blecidos en los ordenamientos jurídicos internos acerca de la libertad de expresión; 

Teniendo en cuenta los instrumentos jurídicos internacionales pertinentes en este ám-
bito, y en particular el Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales y su Protocolo nº 12 relativo a la prohibición general de la 
discriminación, los convenios existentes del Consejo de 

Europa sobre cooperación en materia penal, en particular el Convenio sobre la ciber-
delincuencia, el Convenio internacional sobre la eliminación de todas las formas de discri-
minación racial de 21 de diciembre de 1965, la Acción común de la Unión Europea de 15 
de julio de 1996, adoptada por el Consejo sobre la base del Artículo K.3. del Tratado de la 
Unión Europea, relativa a la acción para luchar contra el racismo y la xenofobia; 

Felicitándose de las recientes iniciativas destinadas a promover aún más el entendi-
miento y la cooperación internacionales en la lucha contra la ciberdelincuencia, el racismo 
y la xenofobia; 

Teniendo en cuenta el Plan de Acción adoptado por los jefes de Estado y de Gobierno 
del Consejo de Europa con motivo de su II Cumbre (Estrasburgo, 10-11 de octubre de 1997) 
con el fin de buscar respuestas comunes al desarrollo de las nuevas tecnologías, basadas en 
las normas y valores del Consejo de Europa; 

Han convenido en lo siguiente: 

Capítulo I – Disposiciones comunes 

Artículo 1 – Finalidad 
La finalidad del presente Protocolo es completar, entre las Partes en el Protocolo, las 

disposiciones del Convenio sobre la Ciberdelincuencia, abierto a la firma en Budapest el 23 
de noviembre de 2001 (en lo sucesivo denominado “el Convenio”), por lo que respecta a 
la tipificación penal de los actos de índole racista y xenófoba cometidos mediante sistemas 
informáticos. 

Artículo 2 – Definición 
1. A efectos del presente Protocolo:  por “material racista y xenófobo” se entenderá 

todo material escrito, toda imagen o cualquier otra representación de ideas o teorías, que 
propugne, promueva o incite al odio, la discriminación o la violencia, contra cualquier per-
sona o grupo de personas, por razón de la raza, el calor, la ascendencia o el origen nacional 
o étnico, así como de la religión en la medida en que ésta se utilice como pretexto para 
cualquiera de esos factores. 

2 Las expresiones y términos empleados en el presente Protocolo se interpretarán de la 
misma manera que en el Convenio. 

Capítulo II – Medidas que deben tomarse a nivel nacional

Artículo 3 – Difusión de material racista y xenófobo mediante sistemas informáticos 
1. Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias 

para tipificar como delito en su derecho interno, cuando se cometa intencionadamente y 
sin derecho, la siguiente conducta:  difundir o poner a disposición del público de otro modo 
material racista y xenófobo por medio de un sistema informático 

2. Cualquiera de las Partes podrá reservarse el derecho de no imponer responsabilidad 
penal a la conducta prevista en el apartado 1 del presente artículo cuando el material defini-
do en el apartado 1 del artículo 2 propugne, promueva o incite a una discriminación que no 
esté asociada con el odio o la violencia, siempre que se disponga de otros recursos eficaces. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo, cualquier Parte podrá 
reservarse el derecho de no aplicar el apartado 1 a aquellos casos de discriminación respecto 
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de los cuales, a la luz de los principios establecidos en su ordenamiento jurídico interno en 
materia de libertad de expresión, no pueda prever los recursos eficaces a que se refiere en 
dicho apartado 2. 
Artículo 4 – Amenazas con motivación racista y xenófoba 

Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para 
tipificar como delito en su derecho interno, cuando se cometa intencionadamente y sin 
derecho, la siguiente conducta: amenazar, por medio de un sistema informático, con la co-
misión de un delito grave, tal como se define en su derecho interno, i) a personas por razón 
de su pertenencia a un grupo caracterizado por la raza, el color, la ascendencia o el origen 
nacional o étnico, así como la religión en la medida en que ésta se utilice como pretexto 
para cualquiera de esos factores; o ii) a un grupo de personas que se distinga por alguna de 
esas características
Artículo 5 – Insultos con motivación racista y xenófoba 

1. Cada parte adoptará las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias 
para tipificar como delito en su derecho interno, cuando se cometa intencionadamente y sin 
derecho, la siguiente conducta insultar en público, por medio de un sistema informático, i) 
a personas por razón de su pertenencia a un grupo que se caracterice por la raza, el color, la 
ascendencia o el origen nacional o étnico, así como la religión en la medida en que ésta se 
utilice como pretexto para cualquiera de esos factores; o ii) a un grupo de personas que se 
distinga por alguna de esas características. 

2. Cualquiera de las Partes podrá: 
 a. exigir que el delito a que se refiere el apartado 1 del presente artículo tenga como 

efecto exponer a la persona o grupo de personas previstas en el apartado 1 al odio, al des-
precio o al ridículo; o 

 b. reservarse el derecho de no aplicar, en todo o en parte, el apartado 1 del presente 
artículo. 
Artículo 6 – Negación, minimización burda, aprobación o justificación del genocidio o 
de crímenes contra la humanidad 

1. Cada Parte adoptará las medidas legislativas que sean necesarias para tipificar la 
siguiente conducta como delito en su derecho interno, cuando se cometa intencionada-
mente y sin derecho: difundir o poner a disposición del público de otro modo, por medio 
de un sistema informático, material que niegue, minimice burdamente, apruebe o justifique 
actos constitutivos de genocidio o crímenes contra la humanidad, tal como se definen en 
el derecho internacional y reconocidas como tales por una decisión definitiva y vinculante 
del Tribunal Militar Internacional, constituido en virtud del Acuerdo de Londres de 8 de 
agosto de 1945, o de cualquier otro tribunal internacional establecido por los instrumentos 
internacionales pertinentes y cuya jurisdicción haya sido reconocida por esa Parte. 

2. Cualquier de las Partes podrá: 
 a. exigir que la negación o la minimización burda a que se refiere el apartado 1 del pre-

sente artículo se cometa con la intención de incitar al odio, la discriminación o la violencia 
contra cualquier persona o grupo de personas, por razón de la raza, el color, la ascendencia 
o el origen nacional o étnico, así como de la religión en la medida en que ésta se utilice como 
pretexto para cualquiera de esos factores, o bien 

 b. reservarse el derecho de no aplicar, en todo o en parte, el apartado 1 del presente 
artículo. 

Artículo 7 – Cooperación y complicidad
Cada Parte adoptará las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para 

tipificar como delito en su derecho interno, cuando se cometan intencionadamente y sin 
derecho, la cooperación y la complicidad en la comisión de cualquiera de los delitos tipifi-
cados de conformidad con el presente Protocolo, con intención de que se cometa ese delito. 
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Capítulo III – Relaciones entre el Convenio y el presente Protocolo 

Artículo 8 – Relaciones entre el Convenio y el presente Protocolo 
1 Los artículos 1, 12, 13, 22, 41, 44, 45 y 46 del Convenio se aplicarán, mutatis mutan-

dis, al presente Protocolo. 
2 Las Partes harán extensivo el ámbito de aplicación de las medidas definidas en los 

artículos 14 a 21 y en los artículos 23 a 35 del Convenio a los artículos 2 a 7 del presente 
Protocolo. 

Capítulo IV – Disposiciones finales 

1 El presente Protocolo estará abierto a la firma de los Estados signatarios del Conve-
nio, que podrán expresar su consentimiento en quedar vinculados mediante: 

 a. la firma sin reserva de ratificación, aceptación o aprobación; o bien 
 b. la firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida por la ratificación, 

aceptación o aprobación. 
2. Ningún Estado podrá firmar el presente Protocolo sin reserva de ratificación, acepta-

ción o aprobación, ni depositar un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, a 
menos que ya haya depositado o deposite simultáneamente un instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación del Convenio. 

3 Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder 
del Secretario General de Consejo de Europa. 
Artículo 10 – Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración 
de un plazo de tres meses después de la fecha en que cinco Estados hayan expresado su 
consentimiento en quedar obligados por el Protocolo, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 9. 

2. Respecto de cualquier Estado que exprese posteriormente su consentimiento en que-
dar vinculado por el Protocolo, éste entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un plazo de tres meses después de la fecha de su firma sin reserva de ratifica-
ción, aceptación o aprobación o del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación. 

Artículo 11 – Adhesión
1. Tras la entrada en vigor del presente Protocolo, todo Estado que se haya adherido al 

Convenio podrá adherirse también al Protocolo. 
2. La adhesión se efectuará mediante el depósito en poder del Secretario General del 

Consejo de Europa de un instrumento de adhesión que surtirá efecto el primer día del mes 
siguiente a la expiración de un plazo de tres meses después de la fecha del depósito. 

Artículo 12 – Reservas y declaraciones
1. Las reservas y declaraciones formuladas por una Parte a una disposición del Con-

venio serán aplicables igualmente al presente Protocolo, a menos que esa Parte declare lo 
contrario en el momento de la firma o del depósito del instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión. 

2. Mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General del Consejo de Eu-
ropa, cualquier Parte podrá declarar, en el momento de la firma o del depósito de su ins-
trumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, que se acoge a la reserva o 
reservas previstas en los artículos 3, 5 y 6 del presente Protocolo. En el mismo momento, 
cualquier Parte podrá acogerse, respecto de las disposiciones del presente Protocolo, a la 
reserva o reservas previstas en el apartado 2 del artículo 22 y en el apartado 1 del artículo 41 
del Convenio, sin perjuicio de la aplicación hecha por esa Parte en virtud del Convenio. No 
podrá formularse ninguna otra reserva. 
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3. Mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General del Consejo de Eu-
ropa, cualquier Estado podrá declarar, en el momento de la firma o del depósito de su ins-
trumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, que se acoge a la posibilidad 
de exigir elementos adicionales según lo previsto en el apartado 2.a del artículo 5 y en el 
apartado 2.a del artículo 6 del presente Protocolo. 

Artículo 13 – Estatuto y retirada de las reservas
1. La Parte que haya formulado una reserva de conformidad con el anterior artículo 12 

la retirará, en todo o en parte, tan pronto como las circunstancias lo permitan. Dicha retira-
da surtirá efecto en la fecha de recepción de una notificación dirigida al Secretario General 
del Consejo de Europa. Si la notificación declara que la retirada de una reserva debe surtir 
efecto en la fecha expresada en ella, y dicha fecha es posterior a aquélla en que el Secretario 
General reciba la notificación, la retirada surtirá efecto en esa fecha posterior. 

2. El Secretario General del Consejo de Europa podrá consultar periódicamente a las 
Partes que hayan formulado una o varias reservas de conformidad con el artículo 12 acerca 
de las perspectivas de la retirada de esa reserva o reservas. 

Artículo 14 – Aplicación territorial
1. Toda Parte podrá designar, en el momento de la firma o del depósito de su instru-

mento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el territorio o territorios a que se 
aplicará el presente Protocolo. 

2. En cualquier fecha posterior, toda Parte, mediante declaración dirigida al Secretario 
General de Consejo de Europa, podrá hacer extensiva la aplicación del presente Protocolo 
a cualquier otro territorio designado en la declaración. Respecto de dicho territorio, el Pro-
tocolo entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo de tres 
meses después de la fecha de recepción de la declaración por el Secretario General. 

3. Toda declaración formulada al amparo de los dos apartados precedentes podrá ser 
retirada, respecto de cualquier territorio designado en esa declaración, mediante notifica-
ción dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. La retirada surtirá efecto el pri-
mer día del mes siguiente a la expiración de un plazo de tres meses después de la fecha de 
recepción de dicha notificación por el Secretario General. 
Artículo 15 – Denuncia 

1. Toda Parte podrá denunciar en cualquier momento el presente Protocolo mediante 
notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. 

2. Dicha denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración del plazo de 
tres meses después de la fecha de recepción de la notificación por el Secretario General. 

Artículo 16 – Notificación
El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del 

Consejo de Europa, a los Estados no miembros que hayan participado en la elaboración del 
presente Protocolo así como a cualquier Estado que se haya adherido o haya sido invitado 
a adherirse al presente Protocolo: a. toda firma; b. el depósito de todo instrumento de rati-
ficación, aceptación, aprobación o adhesión; c. toda fecha de entrada en vigor del presente 
Protocolo de conformidad con los artículos 9, 10 y 11; d. todo otro acto, notificación o 
comunicación que se refiera al presente Protocolo. 

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados al efecto, firman el presente 
Protocolo. 

Hecho en Estrasburgo, el 28 de enero de 2003, en francés e inglés, siendo ambos textos 
igualmente auténticos, en un ejemplar único que se depositará en los archivos del Consejo 
de Europa. El Secretario General del Consejo de Europa transmitirá copias certificadas 
conformes a cada uno de los Estados miembros del Consejo de Europa, a los Estados no 
miembros que hayan participado en la elaboración del presente Protocolo y a todo Estado 
invitado a adherirse al mismo.
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Convenio sobre Cibercriminalidad
 

Budapest, 23.XI.2001  (Traducción no oficial) 
 

Ratificado por España el 3 de junio de 2010  
y en vigor desde el 1 de octubre de 2010

Preámbulo

Los Estados miembros del Consejo de Europa y los otros Estados firmantes,
Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es lograr una unión más estrecha 

entre sus miembros;
Reconociendo el interés de intensificar la cooperación con los otros Estados parte en 

el Convenio;
Convencidos de la necesidad de llevar a cabo, con prioridad, una política penal común 

destinada a prevenir la criminalidad en el ciberespacio y, en particular, de hacerlo mediante 
la adopción de una legislación apropiada y la mejora de la cooperación internacional;

Conscientes de los profundos cambios suscitados por el incremento, la convergencia y 
la mundialización permanente de las redes informáticas;

Preocupados por el riesgo de que las redes informáticas y la información electrónica 
sean utilizadas igualmente para cometer infracciones penales y que las pruebas de dichas 
infracciones sean almacenadas y transmitidas por medio de esas redes;

Reconociendo la necesidad de una cooperación entre los Estados y la industria privada 
en la lucha contra la cibercriminalidad y la necesidad de proteger los intereses legítimos 
vinculados al desarrollo de las tecnologías de la información;

Estimando que una lucha bien organizada contra la cibercriminalidad requiere una 
cooperación internacional en materia penal acrecentada, rápida y eficaz;

Convencidos de que el presente Convenio es necesario para prevenir los actos atenta-
torios de la confidencialidad, la integridad y la disponibilidad de los sistemas informáticos, 
de las redes y de los datos, así como el uso fraudulento de tales sistemas, redes y datos, 
asegurando la incriminación de dichos comportamientos, como los descritos en el presente 
Convenio, y la atribución de poderes suficientes para permitir una lucha eficaz contra estas 
infracciones penales, facilitando la detección, la investigación y la persecución, tanto a nivel 
nacional como internacional, y previendo algunas disposiciones materiales al objeto de una 
cooperación internacional rápida y fiable;
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Persuadidos de la necesidad de garantizar un equilibrio adecuado entre los intereses 
de la acción represiva y el respeto de los derechos fundamentales del hombre, como los 
garantizados en el Convenio para la protección de los derechos del hombre y de las liber-
tades fundamentales del Consejo de Europa (1950), en el Pacto internacional relativo a los 
derechos civiles y políticos de las Naciones Unidas (1966), así como en otros convenios 
internacionales aplicables en materia de derechos del hombre, que reafirman el derecho de 
no ser perseguido por la opinión, el derecho a la libertad de expresión, incluida la libertad 
de buscar, obtener y comunicar informaciones e ideas de toda naturaleza, sin consideración 
de fronteras, así como el derecho al respeto de la vida privada;

Conscientes, igualmente, de la protección de los datos personales, como la que con-
fiere, por ejemplo, el Convenio de 1981 del Consejo de Europa para la protección de las 
personas en lo referente al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal;

Considerando el Convenio de Naciones Unidas relativo a los derechos del niño y el 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores 
formas de trabajo infantil (1999);

Teniendo en cuenta los convenios existentes del Consejo de Europa sobre la coopera-
ción en materia penal, así como otros tratados similares suscritos entre los Estados miem-
bros del Consejo de Europa y otros Estados, y subrayando que el presente Convenio tiene 
por objeto completarlos con el fin de hacer más eficaces las investigaciones y procedimien-
tos penales relativos a las infracciones penales vinculadas a sistemas y datos informáticos, 
así como permitir la recogida de pruebas electrónicas de una infracción penal;

Felicitándose por las recientes iniciativas destinadas a mejorar la comprensión y la coo-
peración internacional para la lucha contra la criminalidad en el ciberespacio y, en particu-
lar, las acciones organizadas por las Naciones Unidas, la OCDE, la Unión europea y el G8;

Recordando la Recomendación N.º (85) 10 sobre la aplicación práctica del Convenio 
europeo de ayuda mutua judicial en materia penal respecto a las comisiones rogatorias para 
la vigilancia de las telecomunicaciones, la Recomendación N.º (88) 2 sobre medidas dirigi-
das a combatir la piratería en el ámbito de los derechos de autor y de los derechos afines, la 
Recomendación N.º (87) 15 dirigida a regular la utilización de datos de carácter personal 
en el sector de la policía, la Recomendación N.º (95) 4 sobre la protección de los datos de 
carácter personal en el sector de los servicios de telecomunicación, teniendo en cuenta, en 
particular, los servicios telefónicos y la Recomendación N.º (89) 9 sobre la delincuencia re-
lacionada con el ordenador, que indica a los legisladores nacionales los principios directores 
para definir ciertas infracciones informáticas, así como la Recomendación N.º (95) 13 rela-
tiva a los problemas de procedimiento penal vinculados a las tecnologías de la información;

Vista la Resolución N.º 1, adoptada por los Ministros europeos de Justicia, en su 21ª 
Conferencia (Praga, junio 1997), que recomienda al Comité de Ministros mantener las ac-
tividades organizadas por el Comité europeo para los problemas penales (CDPC) relativas 
a la cibercriminalidad a fin de acercar las legislaciones penales nacionales y permitir la 
utilización de medios de investigación eficaces en materia de infracciones informáticas, así 
como la Resolución N.º 3, adoptada en la 23ª Conferencia de Ministros europeos de Justicia 
(Londres, junio 2000), que anima a las partes negociadoras a persistir en sus esfuerzos al 
objeto de encontrar soluciones adecuadas, que permitan al mayor número posible de Esta-
dos ser partes en el Convenio y reconoce la necesidad de disponer de un mecanismo rápido 
y eficaz de cooperación internacional, que tenga en cuenta las específicas exigencias de la 
lucha contra la cibercriminalidad;

Tomando igualmente en cuenta el Plan de acción adoptado por los Jefes de Estado y 
de gobierno del Consejo de Europa, con ocasión de su Décima Cumbre (Estrasburgo, 10-11 
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octubre 1997) a fin de buscar respuestas comunes al desarrollo de las nuevas tecnologías de 
la información, fundadas sobre las normas y los valores del Consejo de Europa;

Han convenido lo siguiente:

Capítulo I – Terminología

Artículo 1 – Definiciones
A los efectos del presente Convenio, la expresión:
a. “sistema informático” designa todo dispositivo aislado o conjunto de dispositivos 

interconectados o unidos, que aseguran, en ejecución de un programa, el tratamiento auto-
matizado de datos;

b. “datos informáticos” designa toda representación de hechos, informaciones o con-
ceptos expresados bajo una forma que se presta tratamiento informático, incluido un pro-
grama destinado a hacer que un sistema informático ejecute una función;

c. “prestador de servicio”1 designa:
i. toda entidad pública o privada que ofrece a los usuarios de sus servicios la posibilidad 

de comunicar a través de un sistema informático;
ii. cualquier otra entidad que trate o almacene datos informáticos para ese servicio de 

comunicación o sus usuarios;
d. “datos de tráfico”2 designa todos los datos que tienen relación con una comunica-

ción por medio de un sistema informático, producidos por este último, en cuanto elemento 
de la cadena de comunicación, indicando el origen, el destino, el itinerario, la hora, la fecha, 
el tamaño y la duración de la comunicación o el tipo de servicio subyacente.

Capítulo II – Medidas que deben ser adoptadas a nivel nacional
Sección 1 – Derecho Penal Material

Título 1 – Infracciones contra la confidencialidad, la integridad  
y la disponibilidad de los datos y sistemas informáticos

Artículo 2 – Acceso ilícito
Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, el acceso doloso3 y sin 
autorización a todo o parte de un sistema informático. Las Partes podrán exigir que la 
infracción sea cometida con vulneración de medidas de seguridad, con la intención de ob-
tener los datos informáticos o con otra intención delictiva, o también podrán requerir que 
la infracción se perpetre en un sistema informático conectado a otro sistema informático.

1. El Convenio recoge, en la versión francesa, la expresión «fournisseur de services», cuya traducción literal 
sería la de «proveedor de servicios». En la presente traducción, se ha optado por emplear el término «prestador de 
servicios», en la línea seguida por la Directiva 2000/31 y el Proyecto de LSSI, como concepto o categoría omni-
comprensiva que hace referencia a aquellos sujetos que desempeñan, profesionalmente, la actividad de prestación 
y gestión de accesos y servicios en Internet.

2. También suele emplearse, para aludir a este tipo de datos, el término «datos de tránsito»
3. El Convenio emplea el término «intentionnel». Sin embargo, en este caso, se ha preferido utilizar el voca-

blo «doloso» por corresponderse mejor con la categoría jurídico-penal propia del derecho español.
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Artículo 3 – Interceptación ilícita
Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la interceptación, dolosa 
y sin autorización, cometida a través de medios técnicos, de datos informáticos – en trans-
misiones no públicas– en el destino, origen o en el interior de un sistema informático, inclui-
das las emisiones electromagnéticas provenientes de un sistema informático que transporta 
tales datos informáticos. Las Partes podrán exigir que la infracción sea cometida con alguna 
intención delictiva o también podrán requerir que la infracción se perpetre en un sistema 
informático conectado a otro sistema informático.

Artículo 4 – Atentados contra la integridad de los datos
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la conducta de dañar, 
borrar, deteriorar, alterar o suprimir dolosamente y sin autorización los datos informáticos.

2. Las Partes podrán reservarse el derecho a exigir que el comportamiento descrito en 
el párrafo primero ocasione daños que puedan calificarse de graves.

Artículo 5 – Atentados contra la integridad del sistema
Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la obstaculización grave, 
cometida de forma dolosa y sin autorización, del funcionamiento de un sistema informáti-
co, mediante la introducción, transmisión, daño, borrado, deterioro, alteración o supresión 
de datos informáticos.

Artículo 6 – Abuso de equipos e instrumentos técnicos4

1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, las siguientes conductas 
cuando éstas sean cometidas dolosamente y sin autorización:

a. la producción, venta, obtención para su utilización, importación, difusión u otras 
formas de puesta a disposición:

i. de un dispositivo, incluido un programa informático, principalmente concebido o 
adaptado para permitir la comisión de una de las infracciones establecidas en los artículos 
2 a 5 arriba citados;

ii. de una palabra de paso (contraseña), de un código de acceso o de datos informáticos 
similares que permitan acceder a todo o parte de un sistema informático, con la intención 
de utilizarlos como medio para cometer alguna de las infracciones previstas en los artículos 
2 a 5; y

b. la posesión de alguno de los elementos descritos en los parágrafos (a) (1) o (2) con la 
intención de utilizarlos como medio para cometer alguna de las infracciones previstas en los 
artículos 2-5. Los Estados podrán exigir en su derecho interno que concurra un determina-
do número de elementos para que nazca responsabilidad penal5.

4. El original en francés rubrica este ciberdelito como «Abus de dispositifs», lo que ha dado lugar a una tra-
ducción literal del mismo como «Abuso de dispositivos», expresión a la que, sin embargo, se ha preferido renunciar, 
por estimarse más precisa la empleada en texto.

5. La interpretación de este último inciso suscita algunos interrogantes. De la literalidad del precepto podría 
deducirse que la referencia «elementos» debe circunscribirse a los propios mecanismos o instrumentos aludidos en 
el precepto. Sin embargo, también sería posible inferir que el término «elementos» alude a «ánimos» o «intencio-
nes», de modo similar a lo exigido en relación a otros delitos. Esta ambigüedad es resuelta a favor de la primera de 
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2. Lo dispuesto en el presente artículo no generará responsabilidad penal cuando la 
producción, venta, obtención para la utilización, importación, difusión u otras formas de 
puesta a disposición mencionadas en el párrafo 1 no persigan la comisión de una infracción 
prevista en los artículos 2 a 5 del presente Convenio, como en el caso de ensayos autorizados 
o de la protección de un sistema informático.

3. Las Partes podrán reservarse el derecho de no aplicar el párrafo 1, a condición de que 
dicha reserva no recaiga sobre la venta, distribución o cualesquiera otras formas de puesta a 
disposición de los elementos mencionados en el parágrafo 1 (a) (2).

Título 2 – Infracciones informáticas

Artículo 7 – Falsedad informática
Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la introducción, altera-
ción, borrado o supresión dolosa y sin autorización de datos informáticos, generando datos 
no auténticos, con la intención de que sean percibidos o utilizados a efectos legales como 
auténticos, con independencia de que sean directamente legibles e inteligibles. Las Partes 
podrán reservarse el derecho a exigir la concurrencia de un ánimo fraudulento o de cual-
quier otro ánimo similar para que nazca responsabilidad penal.

Artículo 8 – Estafa informática
Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la producción de un 
perjuicio patrimonial a otro, de forma dolosa y sin autorización, a través de:

a. la introducción, alteración, borrado o supresión de datos informáticos,
b. cualquier forma de atentado al funcionamiento de un sistema informático,
con la intención, fraudulenta o delictiva, de obtener sin autorización un beneficio eco-

nómico para sí mismo o para tercero.

Título 3 – Infracciones relativas al contenido

Artículo 9 – Infracciones relativas a la pornografía infantil
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, las siguientes conductas 
cuando éstas sean cometidas dolosamente y sin autorización:

a. la producción de pornografía infantil con la intención de difundirla a través de un 
sistema informático;

b. el ofrecimiento o la puesta a disposición de pornografía infantil a través de un siste-
ma informático;

c. la difusión o la transmisión de pornografía infantil a través de un sistema informá-
tico;

d. el hecho de procurarse o de procurar a otro pornografía infantil a través de un siste-
ma informático;

e. la posesión de pornografía infantil en un sistema informático o en un medio de alma-
cenamiento de datos informáticos.

las interpretaciones indicadas, por el Rapport explicatif  del Convenio, en su parágrafo 75.
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2. A los efectos del párrafo 1 arriba descrito, la «pornografía infantil» comprende cual-
quier material pornográfico que represente de manera visual:

a. un menor adoptando un comportamiento sexualmente explícito;
b. una persona que aparece como un menor adoptando un comportamiento sexual-

mente explícito6;
c. unas imágenes realistas que representen un menor adoptando un comportamiento 

sexualmente explícito7.
3. A los efectos del párrafo 2 arriba descrito, el término «menor» designa cualquier 

persona menor de 18 años. Las Partes podrán exigir un límite de edad inferior, que debe ser 
como mínimo de 16 años.

4. Los Estados podrán reservarse el derecho de no aplicar, en todo o en parte, los pá-
rrafos 1 (d) y 1 (e) y 2 (b) y 2 (c).

Título 4 – Infracciones vinculadas a los atentados  
a la propiedad intelectual y a los derechos afines

Artículo 10 – Infracciones vinculadas a los atentados a la propiedad intelectual y a los 
derechos afines

1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, los atentados a la pro-
piedad intelectual definida por la legislación de cada Estado, conforme a las obligaciones 
que haya asumido por aplicación de la Convención Universal sobre los Derechos de Autor, 
revisada en París el 24 de julio de 1971, del Convenio de Berna para la protección de obras 
literarias y artísticas, del Acuerdo sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelec-
tual relacionados con el comercio y del Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor, a ex-
cepción de cualquier derecho moral conferido por dichas Convenciones, cuando tales actos 
sean cometidos deliberadamente, a escala comercial y a través de un sistema informático.

2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesa-
rias para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, los atentados a los 
derechos afines definidos por la legislación de cada Estado, conforme a las obligaciones 
que haya asumido por aplicación de la Convención Internacional sobre la Protección de los 
Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Ra-
diodifusión, hecha en Roma (Convención de Roma), del Acuerdo sobre los aspectos de los 
derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio y del Tratado de la OMPI 
sobre interpretación o ejecución y fonogramas, a excepción de cualquier derecho moral 
conferido por dichas Convenciones, cuando tales actos sean cometidos deliberadamente, a 
escala comercial y a través de un sistema informático.

3. Las Partes podrán, de concurrir determinadas circunstancias, reservarse el derecho 
de no imponer responsabilidad penal en aplicación de los párrafos 1 y 2 del presente ar-
tículo, siempre que se disponga de otros recursos eficaces para su represión y que dicha 
reserva no comporte infracción de las obligaciones internacionales que incumban al Estado 
por aplicación de los instrumentos internacionales mencionados en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo.

6. Esta descripción se corresponde con la denominada «pornografía técnica».
7. Esta descripción se corresponde con la denominada«simulada» o «pseudopornografía».
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Título 5 – Otras formas de responsabilidad y sanción

Artículo 11 – Tentativa y complicidad
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, cualquier acto de com-
plicidad que sea cometido dolosamente y con la intención de favorecer la perpetración de 
alguna de las infracciones establecidas en los artículos 2 a 10 del presente Convenio.

2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias para 
prever como infracción penal, conforme a su derecho interno, la tentativa dolosa de cometer una de 
las infracciones establecidas en los artículos 3 a 5, 7, 8, 9 (1) a y 9 (1) c del presente Convenio.

3. Las Partes podrán reservarse el derecho de no aplicar, en todo o en parte, el párrafo 
2 del presente artículo.

Artículo 12 – Responsabilidad de las personas jurídicas
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para permitir que las personas jurídicas puedan ser tenidas por responsables de las infrac-
ciones establecidas en el presente Convenio, cuando éstas sean cometidas por una persona 
física, actuando ya sea a título individual, ya sea como miembro de un órgano de la persona 
jurídica, que ejerce un poder de dirección en su seno, cuyo origen se encuentre en:

a. un poder de representación de la persona jurídica;
b. una autorización para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica;
c. una autorización para ejercer control en el seno de la persona jurídica.
2. Fuera de los casos previstos en el párrafo 1, las Partes adoptarán las medidas nece-

sarias para asegurar que una persona jurídica puede ser tenida por responsable cuando la 
ausencia de vigilancia o de control por parte de cualquier persona física mencionada en el 
párrafo 1 haya permitido la comisión de las infracciones descritas en el párrafo 1 a través de 
una persona física que actúa bajo autorización de la persona jurídica.

3. La responsabilidad de la persona jurídica podrá resolverse en sede penal, civil o ad-
ministrativa, dependiendo de los principios jurídicos propios del Estado.

4. Esta responsabilidad se establecerá sin perjuicio de la responsabilidad penal de las 
personas físicas que hayan cometido la infracción.

Artículo 13 – Sanciones y medidas
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para permitir que las infracciones penales establecidas en los artículos 2 a 11 sean castigadas 
con sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias, incluidas las penas privativas de libertad.

2. Las Partes velarán para que las personas jurídicas que hayan sido declaradas respon-
sables según lo dispuesto en el artículo 12 sean objeto de sanciones o medidas penales o no 
penales efectivas, proporcionadas y disuasorias, incluidas las sanciones pecuniarias.

Sección 2 – Derecho procesal
Título 1 – Disposiciones comunes

Artículo 14 – Ámbito de aplicación de las medidas de derecho procesal

1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para instaurar los poderes y procedimientos previstos en la presente sección a los efectos de 
investigación o de procedimientos penales específicos.
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2. Salvo disposición en contrario, prevista en el artículo 21, las Partes podrán aplicar los 
poderes y procedimientos mencionados en el párrafo 1:

a. a las infracciones penales establecidas en los artículos 2 a 11 del presente Convenio;
b. a cualquier otra infracción penal cometida a través de un sistema informático; y
c. a la recogida de pruebas electrónicas de cualquier infracción penal.
3. a. Las Partes podrán reservarse el derecho de aplicar la medida mencionada en el 

artículo 20 a las infracciones especificadas en sus reservas, siempre que el número de dichas 
infracciones no supere el de aquellas a las que se aplica la medida mencionada en el artículo 
21. Las Partes tratarán de limitar tal reserva de modo que se permita la aplicación lo más 
amplia posible de la medida mencionada en el artículo 20.

   b. Cuando un Estado, en razón de las restricciones impuestas por su legislación 
vigente en el momento de la adopción del presente Convenio, no esté en condiciones de 
aplicar las medidas descritas en los artículos 20 y 21 a las comunicaciones transmitidas en 
un sistema informático de un prestador de servicios que

i. es utilizado en beneficio de un grupo de usuarios cerrado, y
ii. no emplea las redes públicas de telecomunicación y no está conectado a otro sistema 

informático, público o privado, ese Estado podrá reservarse el derecho de no aplicar dichas 
medidas a tales comunicaciones. Los Estados tratarán de limitar tal reserva de modo que 
se permita la aplicación lo más amplia posible de las medidas mencionadas en los artículos 
20 y 21.

Artículo 15 – Condiciones y garantías
1. Las Partes velarán para que la instauración, puesta en funcionamiento y aplicación 

de los poderes y procedimientos previstos en la presente sección se sometan a las condicio-
nes y garantías dispuestas en su derecho interno, que debe asegurar una protección adecua-
da de los derechos del hombre y de las libertades y, en particular, de los derechos derivados 
de las obligaciones que haya asumido en aplicación del Convenio para la protección de los 
derechos humanos y libertades fundamentales del Consejo de Europa (1950) y del Pacto 
internacional de derechos civiles y políticos de Naciones Unidas (1966) o de otros instru-
mentos internacionales relativos a los derechos del hombre, y que debe integrar el principio 
de proporcionalidad.

2. Cuando ello sea posible, en atención a la naturaleza del poder o del procedimiento 
de que se trate, dichas condiciones y garantías incluirán, entre otras, la supervisión judi-
cial u otras formas de supervisión independiente, la motivación justificante de la aplica-
ción, la limitación del ámbito de aplicación y la duración del poder o del procedimiento 
en cuestión.

3. Las Partes examinarán la repercusión de los poderes y procedimientos de esta Sec-
ción sobre los derechos, responsabilidades e intereses legítimos de terceros, como exigencia 
dimanante del interés público y, en particular, de una correcta administración de justicia.

Título 2 – Conservación inmediata de datos informáticos almacenados

Artículo 16 – Conservación inmediata de datos informáticos almacenados
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para permitir a sus autoridades competentes ordenar o imponer de otro modo la conserva-
ción inmediata de datos electrónicos especificados, incluidos los datos de tráfico, almace-
nados a través de un sistema informático, especialmente cuando hayan razones para pensar 
que son particularmente susceptibles de pérdida o de modificación.
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2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para obligar a una persona a conservar y proteger la integridad de los datos – que se en-
cuentran en su poder o bajo su control y respecto de los cuales exista un mandato previo de 
conservación en aplicación del párrafo precedente – durante el tiempo necesario, hasta un 
máximo de 90 días, para permitir a las autoridades competentes obtener su comunicación. 
Los Estados podrán prever que dicho mandato sea renovado posteriormente.

3. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para obligar al responsable de los datos o a otra persona encargada de conservarlos a man-
tener en secreto la puesta en ejecución de dichos procedimientos durante el tiempo previsto 
por su derecho interno.

4. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

Artículo 17 – Conservación y divulgación inmediata de los datos de tráfico
1. A fin de asegurar la conservación de los datos de tráfico, en aplicación del artículo 16, las 

Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias para:
a. procurar la conservación inmediata de los datos de tráfico, cuando uno o más presta-

dores de servicio hayan participado en la transmisión de dicha comunicación; y
b. asegurar la comunicación inmediata a la autoridad competente del Estado, o a una per-

sona designada por dicha autoridad, de datos de tráfico suficientes para permitir la identificación 
de los prestadores de servicio y de la vía por la que la comunicación se ha transmitido.

2. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

Título 3 – Mandato de comunicación

Artículo 18 – Mandato de comunicación
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

a fin de habilitar a sus autoridades competentes para ordenar:
a. a una persona presente en su territorio que comunique los datos informáticos es-

pecificados, en posesión o bajo el control de dicha persona, y almacenados en un sistema 
informático o en un soporte de almacenaje informático; y

b. a un prestador de servicios que ofrezca sus prestaciones en el territorio del Estado 
firmante, que comunique los datos en su poder o bajo su control relativos a los abonados y 
que conciernan a tales servicios;

2. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

3. A los efectos del presente artículo, la expresión «datos relativos a los abonados» 
designa cualquier información, expresada en datos informáticos o de cualquier otro modo, 
poseída por un prestador de servicio y que se refiere a los abonados de sus servicios, así 
como a los datos de tráfico o relativos al contenido, y que permite establecer:

a. el tipo de servicio de comunicación utilizado, las disposiciones técnicas adoptadas al 
respecto y el tiempo del servicio;

b. la identidad, la dirección postal o geográfica y el número de teléfono del abonado o 
cualquier otro número de acceso, los datos relativos a la facturación y el pago, disponibles 
por razón de un contrato o de un alquiler de servicio;

c. cualquier otra información relativa al lugar donde se ubican los equipos de comuni-
cación, disponible por razón de un contrato o de un alquiler de servicio.
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Título 4 – Registro y decomiso de datos informáticos almacenados

Artículo 19 – Registro y decomiso de datos informáticos almacenados
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

a fin de habilitar a sus autoridades competentes para registrar o acceder de un modo similar:
a. a un sistema informático o a una parte del mismo, así como a los datos informáticos 

que están almacenados; y
b. a un soporte de almacenamiento que permita contener datos informáticos
en su territorio.
2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesa-

rias para procurar que, cuando sus autoridadesregistren o accedan de un modo similar a un 
sistema informático específico o a una parte del mismo, conforme al párrafo 1 (a), y tengan 
motivos para creer que los datos buscados se hallan almacenados en otro sistema informá-
tico o en una parte del mismo situado en su territorio, y que dichos datos son igualmente 
accesibles a partir del sistema inicial o están disponibles a través de ese primer sistema, 
dichas autoridades estén en condiciones de ampliar inmediatamente el registro o el acceso 
y extenderlo al otro sistema.

3. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesa-
rias a fin de habilitar a sus autoridades competentes para decomisar u obtener de un modo 
similar los datos informáticos cuyo acceso haya sido realizado en aplicación de los párrafos 
1 o 2. Estas medidas incluyen las prerrogativas siguientes:

a. decomisar u obtener de un modo similar un sistema informático o una parte del 
mismo o un soporte de almacenaje informático;

b. realizar y conservar una copia de esos datos informáticos;
c. preservar la integridad de los datos informáticos almacenados pertinentes; y
d. hacer inaccesibles o retirar los datos informáticos del sistema informático consultado.
4. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesa-

rias a fin de habilitar a sus autoridades competentes para ordenar a cualquier persona, que 
conozca el funcionamiento de un sistema informático o las medidas aplicadas para proteger 
los datos informáticos que contiene, que proporcione todas las informaciones razonable-
mente necesarias, para permitir la aplicación de las medidas previstas en los párrafos 1 y 2.

5. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

Título 5 – Recogida en tiempo real de datos informáticos

Artículo 20 – Recogida en tiempo real de datos informáticos
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

a fin de habilitar a sus autoridades competentes para:
a. recoger o grabar mediante la aplicación de medios técnicos existentes en su territorio;
b. obligar a un prestador de servicios, en el ámbito de sus capacidades técnicas existentes, a
i. recoger o grabar mediante la aplicación de medios técnicos existentes en su territorio, o
ii. prestar a las autoridades competentes su colaboración y su asistencia para recopilar 

o grabar, en tiempo real, los datos de tráfico asociados a comunicaciones específicas trans-
mitidas en su territorio a través de un sistema informático.

2. Cuando un Estado, en razón de los principios establecidos en su ordenamiento ju-
rídico interno, no pueda adoptar las medidas enunciadas en el párrafo 1 (a), podrá, en su 
lugar, adoptar otras medidas legislativas o de otro tipo que estime necesarias para asegurar 
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la recogida o la grabación en tiempo real de los datos de tráfico asociados a comunicaciones 
específicas transmitidas en su territorio mediante la aplicación de medios técnicos existentes 
en ese territorio.

3. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para obligar a un prestador de servicios a mantener en secreto la adopción de las medidas 
previstas en el presente artículo, así como cualquier información al respecto.

4. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

Artículo 21 – Interceptación de datos relativos al contenido
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

a fin de habilitar a sus autoridades competentes respecto a infracciones consideradas graves 
conforme a su derecho interno para:

a. recoger o grabar mediante la aplicación de medios técnicos existentes en su te-
rritorio; y

b. obligar a un prestador de servicios, en el ámbito de sus capacidades técnicas existen-
tes, a

i. recoger o grabar mediante la aplicación de medios técnicos existentes en su territorio, o
ii. prestar a las autoridades competentes su colaboración y su asistencia para recopilar 

o grabar,
en tiempo real, los datos relativos al contenido de concretas comunicaciones en su 

territorio, transmitidas a través de un sistema informático.
2. Cuando un Estado, en razón de los principios establecidos en su ordenamiento ju-

rídico interno, no pueda adoptar las medidas enunciadas en el párrafo 1 (a), podrá, en su 
lugar, adoptar otras medidas legislativas o de otro tipo que estime necesarias para asegurar 
la recogida o la grabación en tiempo real de los datos relativos al contenido de concretas 
comunicaciones transmitidas en su territorio mediante la aplicación de medios técnicos 
existentes en ese territorio.

3. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 
para obligar a un prestador de servicios a mantener en secreto la adopción de las medidas 
previstas en el presente artículo, así como cualquier información al respecto.

4. Los poderes y procedimientos mencionados en el presente artículo deben quedar 
sometidos a los artículos 14 y 15.

Sección 3 – Competencia

Artículo 22 – Competencia
1. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que se estimen necesarias 

para atribuirse la competencia respecto a cualquier infracción penal establecida en los artí-
culos 2 a 11 del presente Convenio, cuando la infracción se haya cometido:

a. en su territorio;
b. a bordo de una nave que ondee pabellón de ese Estado;
c. a bordo de una aeronave inmatriculada en ese Estado;
d. por uno de sus súbditos, si la infracción es punible penalmente en el lugar donde se 

ha cometido o si la infracción no pertenece a la competencia territorial de ningún Estado.
2. Las Partes podrán reservarse el derecho de no aplicar, o de aplicar sólo en ciertos 

casos o condiciones específicas, las reglas de competencia definidas en los párrafos 1b a 1d 
del presente artículo o en cualquiera de las partes de esos párrafos.
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3. Las Partes adoptarán las medidas que se estimen necesarias para atribuirse la competen-
cia respecto de cualquier infracción mencionada en el artículo 24, párrafo 1 del presente Conve-
nio, cuando el presunto autor de la misma se halle en su territorio y no pueda ser extraditado a 
otro Estado por razón de la nacionalidad, después de una demanda de extradición.

4. El presente Convenio no excluye ninguna competencia penal ejercida por un Estado 
conforme a su derecho interno.

5. Cuando varios Estados reivindiquen una competencia respecto a una infracción des-
crita en el presente Convenio, los Estados implicados se reunirán, cuando ello sea oportuno, 
a fin de decidir cuál de ellos está en mejores condiciones para ejercer la persecución.

Capítulo III – Cooperación internacional

Sección 1 – Principios generales
Título 1 – Principios generales relativos a la cooperación internacional

Artículo 23 – Principios generales relativos a la cooperación internacional
Las Partes cooperarán con arreglo a lo dispuesto en el presente capítulo, aplicando 

para ello los instrumentos internacionales relativos a la cooperación internacional en ma-
teria penal, acuerdos basados en la legislación uniforme o recíproca y en su propio derecho 
nacional, de la forma más amplia posible, con la finalidad de investigar los procedimientos 
concernientes a infracciones penales vinculadas a sistemas ydatos informáticos o para reco-
ger pruebas electrónicas de una infracción penal.

Título 2 – Principios relativos a la extradición

Artículo 24 – Extradición
1.  a.  El presente artículo se aplicará a la extradición por alguna de las infracciones de-

finidas en los artículos 2 a 11 del presente Convenio, siempre que éstas resulten punibles por 
la legislación de los dos Estados implicados y tengan prevista una pena privativa de libertad 
de una duración mínima de un año.

  b.  Aquellos Estados que tengan prevista una pena mínima distinta, derivada de un tra-
tado de extradición aplicable a dos o más Estados, comprendido en la Convención Europea 
de Extradición (STE nº 24), o de un acuerdo basado en la legislación uniforme o recíproca, 
aplicarán la pena mínima prevista en esos tratados o acuerdos.

2. Las infracciones penales previstas en el apartado 1 del presente artículo podrán dar 
lugar a extradición si entre los dos Estados existe un tratado de extradición. Las Partes se 
comprometerán a incluirlas como tales infracciones susceptibles de dar lugar a extradición 
en todos los tratados de extradición que puedan suscribir.

3. Si un Estado condiciona la extradición a la existencia de un tratado y recibe una 
demanda de extradición de otro Estado con el que no ha suscrito tratado alguno de extradi-
ción, podrá considerar el presente Convenio fundamento jurídico suficiente para conceder 
la extradición por alguna de las infracciones penales previstas en el párrafo 1 del presente 
artículo.

4. Las Partes que no condicionen la extradición a la existencia de un tratado podrán 
levar a cabo la extradición siempre que prevean como infracciones las previstas en el párrafo 
1 del presente artículo.

5. La extradición quedará sometida a las condiciones establecidas en el derecho interno 
del Estado requerido o en los tratados de extradición vigentes, quedando asimismo someti-
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dos a estos instrumentos jurídicos los motivos por los que el país requerido puede denegar 
la extradición.

6. Si es denegada la extradición por una infracción comprendida en el párrafo 1 del 
presente artículo, alegando la nacionalidad de la persona reclamada o la competencia para 
juzgar la infracción del Estado requerido, éste deberá someter el asunto – la demanda del 
Estado requirente —a sus autoridades competentes a fin de que éstas establezcan la compe-
tencia para perseguir el hecho e informen de la conclusión alcanzada al Estado requirente. 
Las autoridades en cuestión deberán adoptar la decisión y sustanciar el procedimiento del 
mismo modo que para el resto de infracciones de naturaleza semejante previstas en la legis-
lación de ese Estado.

7.  a.  Las Partes deberán comunicar al Secretario General del Consejo de Europa, en el 
momento de la firma o del depósito del instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el nombre y la dirección de las autoridades responsables del envío y de la recepción de 
una demanda de extradición o de arresto provisional, en caso de ausencia de tratado.

  b.  El Secretario General del Consejo de Europa creará y actualizará un registro de 
autoridades designadas por las Partes. Las Partes deberán garantizar la exactitud de los 
datos obrantes en el registro

Título 3 – Principios generales relativos a la colaboración8

Artículo 25 – Principios generales relativos a la colaboración
1. Las Partes acordarán llevar a cabo una colaboración mutua lo más amplia posible 

al objeto de investigar los procedimientos concernientes a infracciones penales vinculadas a 
sistemas y datos informáticos o al de recoger pruebas electrónicas de una infracción penal.

2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo que estimen necesarias 
para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en los artículos 27 a 35.

3. Las Partes podrán, en caso de emergencia, formular una demanda de colaboración, 
a través de un medio de comunicación rápido, como el fax o el correo electrónico, procu-
rando que esos medios ofrezcan las condiciones suficientes de seguridad y de autenticidad 
(encriptándose si fuera necesario) y con confirmación posterior de la misma si el Estado 
requerido lo exigiera. Si el Estado requerido lo acepta podrá responder por cualquiera de los 
medios rápidos de comunicación indicados.

4. Salvo disposición en contrario expresamente prevista en el presente capítulo, la co-
laboración estará sometida a las condiciones fijadas en el derecho interno del Estado re-
querido o en los tratados de colaboración aplicables y comprenderá los motivos por los que 
el Estado requerido puede negarse a colaborar. El Estado requerido no podrá ejercer su 
derecho a rehusar la colaboración en relación a las infracciones previstas en los artículos 2 
a 11, alegando que la demanda se solicita respecto a una infracción que, según su criterio, 
tiene la consideración de fiscal.

5. Conforme a lo dispuesto en el presente capítulo, el Estado requerido estará autori-
zado a supeditar la colaboración a la exigencia de doble incriminación. Esa condición se 
entenderá cumplida si el comportamiento constitutivo de la infracción - en relación a la que 
se solicita la colaboración — se encuentra previsto en su derecho interno como infracción 
penal, resultando indiferente que éste no la encuadre en la misma categoría o que no la de-
signe con la misma terminología.

8 El Convenio emplea el término «entraide», cuya traducción en español resulta multívoca. Entre las distintas 
acepciones que puede asumir el vocablo (ayuda mutua, asistencia, colaboración), se han utilizado, de modo indis-
tinto, «asistencia» y «colaboración».
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Artículo 26 – Información espontánea
1. Las Partes podrán, dentro de los límites de su derecho interno y en ausencia de 

demanda previa, comunicar a otro Estado las informaciones obtenidas en el marco de 
investigaciones que puedan ayudar a la Parte destinataria a iniciar o a concluir satisfac-
toriamente las investigaciones o procedimientos relativos a las infracciones dispuestas 
en el presente Convenio, o a que dicha parte presente una demanda de las previstas en 
el presente capítulo.

2. Antes de comunicar dicha información, ese Estado podrá solicitar que la informa-
ción sea tratada de forma confidencial o que sea utilizada sólo en ciertas circunstancias. Si 
el Estado destinatario no pudiera acatar las condiciones impuestas, deberá informar al otro 
Estado, quien habrá de decidir si proporciona o no la información. Una vez aceptadas estas 
condiciones por el Estado destinatario, éste quedará obligado a su cumplimiento.

Título 4 – Procedimientos relativos a las demandas de asistencia  
en ausencia de acuerdo internacional aplicable

Artículo 27 – Procedimiento relativo a las demandas de colaboración en ausencia de 
acuerdo internacional aplicable

1. En ausencia de tratado o acuerdo en vigor de asistencia basado en la legislación unifor-
me o recíproca, serán aplicables los apartados 2 al 9 del presente artículo. Éstos no se aplicarán 
cuando exista un tratado, acuerdo o legislación sobre el particular, sin perjuicio de que las partes 
implicadas puedan decidir someterse, en todo o parte, a lo dispuesto en este artículo.

2.  a.  Las Partes designarán una o varias autoridades centrales encargadas de tramitar 
las demandas de colaboración, de ejecutarlas o de transferirlas a las autoridades competen-
tes para que éstas las ejecuten.

    b.  Las autoridades centrales se comunicarán directamente las unas con las otras.
   c.  Las Partes, en el momento de la firma o del depósito de sus instrumentos de rati-

ficación, aceptación, de aprobación o de adhesión, comunicarán al Secretario General del 
Consejo de Europa los nombres y direcciones de las autoridades designadas en aplicación 
del presente párrafo.

    d.  El Secretario General del Consejo de Europa creará y actualizará un registro 
de autoridades designadas por las partes. Las Partes deberán garantizar la exactitud de los 
datos obrantes en el registro.

3. Las demandas de asistencia basadas en el presente artículo serán ejecutadas confor-
me al procedimiento especificado por el Estado requirente, siempre que resulte compatible 
con la legislación del Estado requerido.

4. Al margen de los motivos previstos en el artículo 15 párrafo 4 para denegar la asis-
tencia, ésta podrá ser rechazada por el Estado requerido:

a. si la demanda se refiere a una infracción que el Estado requerido considera de natu-
raleza política o vinculada a una información de naturaleza política o;

b. si el Estado requerido estima que, de acceder a la colaboración, se pondría en peligro 
su soberanía, seguridad, orden público o otro interés esencial.

5. El Estado requerido podrá aplazar la ejecución de la demanda cuando ésta pueda 
perjudicar investigaciones o procedimientos en curso llevados a cabo por las autoridades 
nacionales.

6. Antes de denegar o retrasar la asistencia, el Estado requerido deberá examinar, tras 
consultar al Estado requirente, si es posible hacer frente a la demanda de forma parcial o si 
es posible establecer las reservas que estime necesarias.
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7. El Estado requerido informará inmediatamente al Estado requirente del curso que 
pretende dar a la demanda de asistencia. De denegar o retrasar la tramitación de la deman-
da, el Estado requerido hará constar los motivos. Asimismo, dicho Estado deberá informar 
al Estado requirente sobre los motivos que hacen imposible, de ser así, la ejecución de la 
demanda o que retrasan sustancialmente su ejecución.

8. El Estado requirente podrá solicitar que el Estado requerido mantenga en secreto 
la propia existencia y objeto de la demanda interpuesta al amparo de este capítulo, salvo 
en aquellos aspectos necesarios para la ejecución de la misma. Si el Estado requirente no 
pudiera hacer frente a la petición de confidencialidad, éste deberá informar inmediatamente 
al otro Estado, quien decidirá si la demanda, pese a ello, debe ser ejecutada.

9.  a.  En caso de urgencia, las autoridades judiciales del Estado requirente podrán di-
rigir directamente a las autoridades homólogas del Estado requerido las demandas de asis-
tencia y las comunicaciones. En tales casos, se remitirá simultáneamente una copia a las au-
toridades del Estado requerido con el visado de la autoridad central del Estado requirente.

  b.  Todas las demandas o comunicaciones formuladas al amparo del presente parágra-
fo podrán ser tramitadas a través de la Organización Internacional de la Policía Criminal 
(INTERPOL).

  c.  Cuando una demanda haya sido formulada al amparo de la letra (a) del presente 
artículo, y la autoridad que le dio curso no sea la competente para ello, deberá transferir 
la demanda a la autoridad nacional competente y ésta informará directamente al Estado 
requerido.

  d.  Las demandas o comunicaciones realizadas al amparo del presente párrafo que no 
supongan la adopción de medidas coercitivas podrán ser tramitadas directamente por las 
autoridades del Estado requirente y las del Estado requerido.

  e.  Las Partes podrán informar al Secretario General del Consejo de Europa, en el mo-
mento de la firma o del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, que, por motivos de eficacia, las demandas formuladas al amparo del presente 
párrafo deberán dirigirse directamente a su autoridad central.

Artículo 28 – Confidencialidad y restricciones de uso
1. En ausencia de tratado o acuerdo en vigor de asistencia basados en la legislación 

uniforme o recíproca, será aplicable lo dispuesto en el presente artículo. Éste no se aplicará 
cuando exista un tratado, acuerdo o legislación sobre el particular, sin perjuicio de que las 
partes implicadas puedan decidir someterse, en todo o parte, a lo dispuesto en este artículo.

2. El Estado requerido podrá supeditar la comunicación de la información o del mate-
rial requerido en la demanda al cumplimiento de las siguientes condiciones:

a. que se mantenga la confidencialidad sobre las mismas, siempre que la demanda co-
rra el riesgo fracasar en ausencia de dicha condición; o

b. que éstas no sean utilizadas en investigaciones o procedimientos diversos a los esta-
blecidos en la demanda.

3. Si el Estado requirente no pudiera satisfacer alguna de las condiciones establecidas 
en el apartado 2 del presente artículo, la otra parte informará al Estado requerido, el cual 
decidirá si la información debe ser proporcionada. Si el Estado requeriente acepta esta con-
dición, dicho Estado estará obligado por la misma.

4. Todo Estado parte que aporte información o material supeditado a alguna de la 
condiciones previstas en el apartado 2, podrá exigir de la otra parte la concreción de las 
condiciones de uso de la información o del material.
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Sección 2 – Disposiciones específicas
Título 1 – Cooperación en materia de medidas cautelares

Artículo 29 – Conservación inmediata datos informáticos almacenados
1. Las Partes podrán ordenar o imponer de otro modo la conservación inmediata de 

datos almacenados en sistemas informáticos que se encuentren en su territorio, en relación a 
los cuales el Estado requirente tiene intención de presentar una demanda de asistencia para 
registrar o acceder de otro modo, decomisar u obtener por otro medio, o lograr la comuni-
cación de dichos datos.

2. Una demanda de conservación formulada en aplicación del párrafo 1 deberá contener:
a. la identificación de la autoridad que solicita la conservación;
b. la infracción objeto de investigación con una breve exposición de los hechos vincu-

lados a la misma;
c. los datos informáticos almacenados que deben conservarse y su vinculación con la 

infracción;
d. todas aquellas informaciones disponibles que permitan identificar al responsable de 

los datos informáticos almacenados o el emplazamiento de los sistemas informáticos;
e. justificación de la necesidad de conservación; y
f. la acreditación de que el Estado requirente está dispuesto a formular una demanda 

de asistencia para registrar o acceder de otro modo, decomisar u obtener por otro medio, o 
lograr la comunicación de dichos datos.

3. Después de recibir la demanda, el Estado requerido deberá adoptar las medidas ne-
cesarias para proceder sin dilaciones a la conservación de los datos solicitados, conforme a 
su derecho interno. Para hacer efectiva la demanda de conservación no resultará condición 
indispensable la doble incriminación.

4. Si un Estado exige la doble incriminación como condición para atender a una de-
manda de asistencia para registrar o acceder de otro modo, decomisar u obtener por otro 
medio, o lograr la comunicación de dichos datos, por infracciones diversas a las establecidas 
en los artículos 2 a 11 del presente Convenio, podrá negarse a la demanda de conservación, 
al amparo del presente artículo, si tiene fundadas sospechas de que, en el momento de la co-
municación de los datos, el otro Estado no cumplirá la exigencia de la doble incriminación.

5. Al margen de lo anterior, una demanda de conservación únicamente podrá ser de-
negada:

a. si la demanda se refiere a una infracción que el Estado requerido considera de natu-
raleza política o vinculada a una información de naturaleza política o;

b. si el Estado requerido estima que de acceder a la demanda se pondría en peligro su 
soberanía, su seguridad, orden público o otro interés esencial.

6. Cuando el Estado requerido considere que la simple conservación no será suficiente 
para garantizar la disponibilidad futura de los datos informáticos o que ésta podría compro-
meter la confidencialidad de la investigación o podría hacerla fracasar de otro modo, deberá 
informar inmediatamente al Estado requirente, quien decidirá la conveniencia de dar curso 
a la demanda.

7. Todas las conservaciones realizadas al amparo de una demanda de las previstas en 
el párrafo 1 serán válidas por un periodo máximo de 60 días, para permitir, en ese plazo de 
tiempo, al Estado requirente formular una demanda de asistencia para registrar o acceder de 
otro modo, decomisar u obtener por otro medio, o lograr la comunicación de dichos datos. 
Después de la recepción de la demanda, los datos informáticos deberán mantenerse hasta 
que ésta se resuelva.
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Artículo 30 – Comunicación inmediata de los datos informáticos conservados
1. Si, en ejecución de una demanda de conservación de datos de tráfico relativos a una 

concreta comunicación al amparo del artículo 29, el Estado requerido descubriera que un 
prestador de servicios de otro Estado ha participado en la transmisión de la comunicación, 
comunicará inmediatamente al Estado requirente los datos informáticos de tráfico, con el 
fin de que éste identifique al prestador de servicios y la vía por la que la comunicación ha 
sido realizada.

2. La comunicación de datos informáticos de tráfico prevista en el párrafo 1 únicamen-
te podrá ser denegada:

a. si la demanda se refiere a una infracción que el Estado requerido considera de natu-
raleza política o vinculada a una información de naturaleza política o;

b. si el Estado requerido estima que de acceder a la demanda se pondría en peligro su 
soberanía, su seguridad, orden público o otro interés esencial.

Título 2 – Asistencia en relación a los poderes de investigación

Artículo 31 – Asistencia concerniente al acceso a datos informáticos almacenados
1. Cualquier Estado podrá solicitar a otro el registro o acceso de otro modo, el deco-

miso u obtención por otro medio, o la comunicación de datos almacenados en un sistema 
informático que se encuentre en su territorio, incluidos los datos conservados conforme a lo 
dispuesto en el artículo 29.

2. El Estado requerido dará satisfacción a la demanda aplicando los instrumentos in-
ternacionales, convenios y la legislación mencionada en el artículo 23 siempre que no entre 
en contradicción con lo dispuesto en el presente capítulo.

3. La demanda deberá ser satisfecha lo más rápidamente posible en los siguientes casos:
a. cuando existan motivos para sospechar que los datos solicitados son particularmente 

vulnerables por existir riesgo de pérdida o modificación; o
b. cuando los instrumentos, convenios o legislación referida en el párrafo 2 prevean una 

cooperación rápida.

Artículo 32 – Acceso transfronterizo a los datos informáticos almacenados, con consen-
timiento o de libre acceso

Cualquier Estado podrá sin autorización de otro:
a. acceder a los datos informáticos almacenados de libre acceso al público (fuentes 

abiertas), independientemente de la localización geográfica de esos datos; o
b. acceder a, o recibir a través de un sistema informático situado en su territorio, los da-

tos informáticos almacenados situados en otro Estado, si se obtiene el consentimiento legal 
y voluntario de la persona autorizada para divulgarlos a través de ese sistema informático.

Artículo 33 – Asistencia para la recogida en tiempo real de datos de tráfico
1. Las Partes podrán acordar colaborar en la recogida, en tiempo real, de datos de tráfico, 

asociados a concretas comunicaciones llevadas a cabo en sus territorios, a través un sistema 
informático. Dicha colaboración se someterá a las condiciones y procedimientos previstos en 
el derecho interno, salvo que alguna de las partes se acoja a la reserva prevista en el párrafo 2.

2. Las Partes deberán acordar colaborar respecto a aquellas infracciones penales para 
las cuales la recogida en tiempo real de datos de tráfico se encuentra prevista en su derecho 
interno en situaciones análogas.
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Artículo 34 – Asistencia en materia de interceptación de datos relativos al contenido
Las Partes podrán acordar colaborar, en la medida en que se encuentre previsto por 

tratados o leyes internas, en la recogida y registro, en tiempo real, de datos relativos al con-
tenido de concretas comunicaciones realizadas a través de sistemas informáticos.

Título 3 – Red 24/7

Artículo 35 – Red 24/7
1. Las Partes designarán un punto de contacto localizable las 24 horas del día, y los 

siete días de la semana, con el fin de asegurar la asistencia inmediata en la investigación de 
infracciones penales llevadas a cabo a través de sistemas y datos informáticos o en la recogi-
da de pruebas electrónicas de una infracción penal. Esta asistencia comprenderá, si lo per-
mite el derecho y la práctica interna, facilitar la aplicación directa de las siguientes medidas:

a. aportación de consejos técnicos;
b. conservación de datos según lo dispuesto en los artículos 29 y 30; y
c. recogida de pruebas, aportación de información de carácter jurídico y localización 

de sospechosos.
2.  a.  Un mismo punto de contacto podrá ser coincidente para dos Estados, siguiendo 

para ello un procedimiento acelerado.
  b. Si el punto de contacto designado por un Estado no depende de su autoridad o au-

toridades responsables de la colaboración internacional o de la extradición, deberá velarse 
para que ambas autoridades actúen coordinadamente mediante la adopción de un procedi-
miento acelerado.

3. Las Partes dispondrán de personal formado y dotado a fin de facilitar el funciona-
miento de la red.

Capítulo IV – Cláusulas finales

Artículo 36 – Firma y entrada en vigor
1. El presente Convenio está abierto a la firma de los Estados miembros del Consejo de 

Europa y de los Estados no miembros que hayan participado en su elaboración.
2. El presente Convenio está sometido a ratificación, aceptación o aprobación. Los 

instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación deberán ser entregados al Secretario 
General del Consejo de Europa.

3. El presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes transcurridos tres meses 
desde que cinco Estados, de los cuales al menos tres deberán ser miembros del Consejo de 
Europa, presten su consentimiento a vincularse al Convenio, conforme a lo dispuesto en los 
párrafos 1 y 2.

4. Para todos los Estados que hayan prestado su consentimiento a vincularse al Con-
venio, éste entrará en vigor el primer día del mes transcurridos tres meses desde que hayan 
expresado su consentimiento, conforme a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2.

Artículo 37 – Adhesión al Convenio
1. Después de entrar en vigor el presente Convenio, el Comité de Ministros del Consejo 

de Europa podrá, tras consultar a las Partes del Convenio y habiendo obtenido el asenti-
miento unánime de los mismos, invitar a todos los Estados no miembros del Consejo de 
Europa que no hayan participado en la elaboración del mismo a adherirse al Convenio. Esta 
decisión deberá tomarse mediante la mayoría prevista en el artículo 20.d del Estatuto del 
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Consejo de Europa y el asentimiento unánime de los Estados Partes que tengan derecho a 
formar parte del Comité de Ministros.

2. Para todos aquellos Estados que se adhieran al Convenio conforme a lo previsto 
en el párrafo precedente, el Convenio entrará en vigor el primer día del mes transcurridos 
tres meses después del depósito del instrumento de adhesión ante el Secretario General del 
Consejo de Europa.

Artículo 38 – Aplicación territorial
1. Las Partes podrán, en el momento de la firma o del depósito del instrumento de rati-

ficación, aceptación, aprobación o adhesión, designar el territorio al que resultará aplicable 
el presente Convenio.

2. Las Partes podrán, en cualquier momento, a través de una declaración dirigida al 
Secretario General del Consejo de Europa, extender la aplicación del presente Convenio a 
otros territorios diversos a los designados en la declaración. En tal caso, el Convenio entrará 
en vigor en dichos territorios el primer día del mes transcurridos tres meses desde la recep-
ción de la declaración por el Secretario General.

3. Toda declaración realizada al amparo de los párrafos precedentes podrá ser reti-
rada, en lo que concierne al territorio designado en lacitada declaración, a través de una 
notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. El retracto surtirá efecto 
el primer día del mes transcurridos tres meses desde la recepción de la notificación por el 
Secretario General.

Artículo 39 – Efectos del Convenio

1. El objeto del presente Convenio es completar los tratados o acuerdos multilaterales 
o bilaterales existentes entre las partes, y comprende las disposiciones:

– del Convenio Europeo de extradición abierto a la firma el 13 de diciembre de 1957 
en París (STE nº 24)

– del Convenio Europeo de Cooperación judicial en materia penal abierto a la firma el 
20 de abril de 1959 en Estrasburgo (STE nº 30),

– del Protocolo Adicional del Convenio Europeo de Cooperación judicial en materia 
penal abierto a la firma el 17 de marzo de 1978 en Estrasburgo (STE nº 99).

2. Si dos o más Estados han concluido un acuerdo o un tratado relativo a la materia 
objeto de este Convenio o si han establecido de otro modo la relación entre ellos, o si lo 
hacen en el futuro, dispondrán igualmente de la facultad de aplicar el citado acuerdo o de 
establecer sus relaciones con base en el mismo, en lugar del presente Convenio. Siempre que 
los Estados hayan establecido sus relaciones concernientes a la materia objeto del presente 
Convenio de forma diversa, éstas deberán llevarse a cabo de forma compatible con los obje-
tivos y principios del Convenio.

3. Lo dispuesto en el presente Convenio no afectará a otros derechos, restricciones, 
obligaciones y responsabilidades de los Estados.

Artículo 40 – Declaraciones
A través de una declaración escrita dirigida al Secretario General del Consejo de Eu-

ropa, las Partes podrán, en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, declarar que se reservan el derecho a exigir, 
llegado el caso, uno o varios elementos suplementarios de los dispuestos en los artículos 2, 
3, 6 del párrafo 1 (b), 7, 9 párrafo 3 y 27 del párrafo 9 (e).
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Artículo 41 – Cláusula federal
1. Un Estado federal podrá reservarse el derecho de desempeñar sus obligaciones, en 

los términos previstos en el capítulo II del presente Convenio, en la medida en que éstas 
sean compatibles con los principios que presiden las relaciones entre el gobierno central y 
los Estados federados u otros territorios análogos, siempre que se garantice la cooperación 
en los términos previstos en el capítulo III.

2. Un Estado federal no podrá hacer uso de la reserva adoptada según lo dispuesto en el 
párrafo 1 para excluir o disminuir de forma substancial las obligaciones contraídas en virtud 
del capítulo II. En todo caso, el Estado federal deberá dotarse de los medios necesarios para 
dar cumplimiento a las medidas previstas en el citado capítulo.

3. En todo lo que concierne a las disposiciones de este Convenio cuya aplicación dima-
na de la competencia de cada uno de los Estados federados u otras entidades territoriales 
análogas, que no están, en virtud del sistema constitucional de la federación, obligados a 
adoptar medidas legislativas, el gobierno central pondrá, con la aprobación de éstos, en co-
nocimiento de las autoridades competentes de los Estados federados la necesidad de adop-
tar las citadas medidas animándolos a que las ejecuten.

Artículo 42 – Reservas
Los Estados podrán, a través de una notificación escrita dirigida al Secretario del Con-

sejo de Europa, en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o de adhesión, declarar que invocan la reserva o reservas previstas 
en el art. 4, párrafo 2, artículo 6, párrafo 3, artículo 9, párrafo 4, artículo 10, párrafo 3, ar-
tículo 11, párrafo 3, artículo 14, párrafo 3, artículo 22, párrafo 2, artículo 29, párrafo 4 y en 
el artículo 41, párrafo 1. No podrá realizarse ninguna otra reserva diversa a las indicadas.

Artículo 43 – Mantenimiento y retirada de las reservas
1. El Estado que haya formulado una reserva conforme a lo dispuesto en el artículo 42 

podrá retirarla total o parcialmente notificando tal extremo al Secretario General. La retira-
da se hará efectiva en la fecha de recepción por el Secretario General de la notificación. Si 
en la notificación se hiciera constar que la reserva deberá tener efecto en una determinada 
fecha, ello se hará efectivo siempre que sea posterior a la recepción por el Secretario General 
de la notificación.

2. El Estado que haya formulado una reserva conforme a lo dispuesto en el artículo 42, 
podrá retirarla total o parcialmente siempre que lo permitan las circunstancias.

3. El Secretario General del Consejo de Europa podrá solicitar periódicamente a los 
Estados, que hayan formulado una o varias reservas conforme a lo dispuesto en el artículo 
42, información sobre la posibilidad de su retirada.

Artículo 44 – Enmiendas
1. Las enmiendas al presente Convenio podrán ser propuestas por las Partes, y deberán 

ser comunicadas al Secretario General del Consejo de Europa, a los Estados miembros del 
Consejo de Europa, a los Estados no miembros del Consejo de Europa que hayan tomado 
parte en la elaboración del Convenio así como a los Estados que se hayan adherido o que 
hayan sido invitados a adherirse conforme a lo dispuesto en el artículo 37.

2. Las enmiendas propuestas por uno de los Estados deberán ser comunicadas al Co-
mité europeo para los problemas criminales (CDPC), quien deberá informar al Comité de 
Ministros sobre las mismas.
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3. El Comité de Ministros examinará la enmienda propuesta y el informe del Comité 
europeo para los problemas criminales (CDPC) y, después de consultar con los Estados no 
miembros y partes del Convenio, podrá adoptar la enmienda.

4. El texto de la enmienda adoptado por el Comité de Ministros, conforme a lo dispues-
to en el párrafo 3 del presente artículo, deberá comunicarse a los Estados para su aceptación.

5. Las enmiendas adoptadas conforme al párrafo 3 del presente artículo entrarán en 
vigor el trigésimo día después del que los Estados hayan informado al Secretario General 
de su aceptación.

Artículo 45 – Reglamento de controversia
1. El Comité europeo para los problemas criminales (CDPC) está obligado a informar 

de la interpretación y aplicación del presente Convenio.
2. En caso de diferencias entre los Estados sobre la interpretación o aplicación del 

presente Convenio, los Estados intentarán adoptar un reglamento de diferencia a través de 
la negociación o de cualquier otro medio pacífico, con el compromiso de someter la contro-
versia al Comité europeo para los problemas criminales, a un tribunal arbitral que tomará 
las decisiones que los Estados le sometan, o a la Corte internacional de justicia, a partir de 
un acuerdo adoptado por los Estados en litigio.

Artículo 46 – Reuniones de los Estados
1. Las Partes deberán reunirse periódicamente a fin de facilitar:
a. el uso y el efectivo cumplimiento del presente Convenio, la identificación de los 

problemas en esta materia, así como el efecto de las declaraciones o reservas formuladas 
conforme al presente Convenio;

b. el intercambio de información sobre novedades jurídicas, políticas o técnicas obser-
vadas en la criminalidad informática y recogida de pruebas electrónicas;

c. el examen sobre la posible reforma del Convenio.
2. El Comité europeo para los problemas criminales (CDPC) deberá estar al corriente 

de las reuniones llevadas a cabo al amparo del párrafo 1.
3. El Comité europeo para los problemas criminales (CDPC) deberá facilitar las reu-

niones previstas en el párrafo 1 y adoptar las medidas necesarias para ayudar a los Estados 
a completar o modificar el Convenio. No más tarde de tres años a contar desde la entrada 
en vigor del presente Convenio, el Comité europeo para los problemas criminales (CDPC) 
procederá, en cooperación con los Estados, a un examen conjunto de las disposiciones de la 
Convención y propondrá, en su caso, las modificaciones pertinentes.

4. Salvo que el Consejo de Europa los asuma, los gastos que ocasione la aplicación de 
las disposiciones del párrafo 1 deberán ser soportados por los Estados del modo que ellos 
mismos determinen.

Artículo 47 – Denuncia
1. Las Partes podrán, en cualquier momento, denunciar el presente Convenio mediante 

notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa.
2. La denuncia entrará en vigor el primer día del mes transcurridos tres meses desde la 

recepción de la notificación por el Secretario General.

Artículo 48 – Notificación
El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del 

Consejo de Europa, a los Estados no miembros que hayan tomado parte en la elaboración 
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del presente Convenio, así como a cualquier Estado que se haya adherido o que haya sido 
invitado a adherirse:

a. cualquier firma;
b. el depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o ad-

hesión;
c. la fecha de entrada en vigor del presente Convenio según lo dispuesto en los artículos 

36 y 37;
d. cualquier declaración hecha por mor de los artículos 40 y 41 o cualquier reserva 

formulada en virtud del artículo 42;
e. cualquier acto, notificación o comunicación referida al presente Convenio.

En vista de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados al efecto, han firmado 
el presente Convenio.

Hecho en Budapest, el 23 noviembre 2001, en francés y en inglés, ambos textos con 
el mismo valor, y en un solo ejemplar que será depositado en los archivos del Consejo de 
Europa. El Secretario General del Consejo de Europa remitirá copia certificada a cada uno 
de los Estados miembros del Consejo de Europa, a los Estados no miembros que hayan 
participado en la elaboración del Convenio y a cualquier Estado invitado a adherirse.
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